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Editorial 

…A propósito de nuestra portada. 

Los últimos acontecimientos del pasado 

2014, han dejado dramáticos testimonios de 

persecuciones y violentas expresiones de odio 

fundadas en la religión.  

La imagen de portada es un sencillo 

collage de seis víctimas de ese odio: Charb - 

Stéphane Charbonnier -, director de la revista 

Charlie Hebdo, asesinado por el extremismo 

religioso; Asia Bibi, católica pakistaní, que 

estuvo condenada a muerte por el delito de 

blasfemia al revelar a otras mujeres su propia 

opción religiosa, lo que le significó cinco años 

de cárcel a la espera del juicio y condena; 

Bernard Maris, economista, escritor y periodista, 

asesinado en la sede de la revista Charlie Hebdo; 

Assif Mohuiddin, bloggero de Bangladesh, 

quien ha sido objeto de constantes 

manifestaciones de violencia y represión por sus 

ideas ateas; Michel Renaud, gestor cultural 

asesinado en el ataque a Charlie Hebdo; y Raif 

Badawi, creador de un sitio web en Arabia 

Saudí, condenado a 10 años de prisión y 1.000 

azotes por “insultar al Islam”. 

Son rostros, con nombre y apellido, que 

los medios y las campañas de Amnistía 

Internacional y otras organizaciones 

humanitarias, han puesto en la evidencia 

informativa. 

Ellos no son los únicos, y solo 

simbolizan a todas aquellas víctimas, muchas de 

ellas mortales, de una violencia inusitada que se 

sostiene en la criminalidad y la violación de los 

derechos humanos, o en dictámenes judiciales 

arcaicos, muchos de tinte medioeval.  

A esos nombres podemos sumar las 

demás víctimas de los ataques en París, o las 

recientes víctimas en Dinamarca. Hace unos 

meses, Iniciativa Laicista destacaba las muertes 

de Sameera Salih Ali Al-Nuaimy, Salwa 

Boughaigis y Reyhaned Jabbari.  

 

 

Pero hay miles y miles de víctimas cuyos 

nombres se pierden en la masividad de las 

persecuciones y asesinatos. Yazidíes, cristianos 

coptos y cristianos sirios, son minorías que han 

sufrido los efectos del mismo odio que mató o 

ha perseguido a los nombrados. 

No consideramos que los eventos y 

acciones que hemos señalado sean producto de 

las religiones como tales, sino que obedecen a 

profundas deformaciones de lo religioso 

arrastrado a lo temporal y pedestre.  

Es una consecuencia del uso de las ideas 

religiosas y del culto a determinadas creencias, 

para fines concretamente terrenales relacionados 

con el poder. Es el uso de lo religioso para 

ocultar la pobreza de argumentos, las ansias de 

poder, el extremo fanatismo, la ignorancia y la 

utilización de los que ignoran, la manipulación 

de los pobres, el autoritarismo, la superchería, la 

arrogancia. 

Frente a los miles de muertos que han 

quedado en distintas partes del mundo, durante 

el recién pasado 2014, producto del odio 

fundado en la religión, Iniciativa Laicista ha 

querido traer la imagen de portada, para poner 

en evidencia que las víctimas tienen rostro, 

tienen nombre, tienen una historia personal. 

En su memoria, promovemos la 

comprensión laica en la sociedad, y hacemos 

esfuerzos para proponer una intransable 

demanda por los derechos de conciencia y la 

plena vigencia de los derechos humanos (SJ). 
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Ha pasado un año desde que se instaló en 

Chile el segundo gobierno de Michelle Bachelet, 

con el apoyo de una coalición política más 

amplia que en su primer período. El  gobierno se 

sostiene en partidos políticos que  van desde 

posturas ateas militantes, normalmente situadas 

a la izquierda del espectro político, hasta 

posiciones de inspiración cristiana, 

preponderantemente católicas, que son 

representadas por el Partido Demócrata 

Cristiano.  

Con excepción del Partido Radical Social 

Demócrata, que capta una pequeña proporción 

del electorado, ningún partido de la coalición 

gobernante otorga preeminencia al laicismo en 

su doctrina. Una parte no despreciable de la 

centro izquierda política, situada en  el Partido 

Socialista y en el Partido Por la Democracia 

(PPD), es resultado histórico del 

desmembramiento del Partido Demócrata 

Cristiano a finales de la década de los sesenta 

del siglo pasado, cuando  jóvenes de este 

partido, desencantados con el gobierno de Frei  

Montalva,  pasaron a formar parte del gobierno 

de Allende, manteniendo su raigambre cristiana 

(izquierda Cristiana y Mapu).   

Asimismo, no cabe  considerar al Partido 

Comunista como un partido laicista; ciertamente 

es un partido ateo, pero no es laicista en la  

medida   que    su  leitmotiv    nunca   ha   sido  

 

 

republicano  y su ideología apunta a un Estado  

que  prescinde  de  una  sociedad   civil 

autónoma, de tal modo que  su participación en 

un gobierno republicano, consecuente con  ello, 

es meramente programática. 

La escasa laicidad de los partidos de 

gobierno, como también de los partidos de 

oposición, se traduce en que, en la práctica 

política, ella sea una temática incómoda para la 

clase política chilena en general. 

Por ello, se recordará, el tema de los 

objetivos laicistas brilló por su ausencia en los 

programas de las campañas presidenciales del 

año 2013, y tan sólo en la versión final del 

programa de gobierno de Michelle Bachelet 

aparecieron algunas tímidas referencias  

explícitas, en relación con el derecho a la 

libertad de conciencia y al Estado laico.  

En relación con el primero, el texto del 

programa señalaba que “una Constitución laica 

y pluralista debe garantizar a todos el derecho a 

la libertad de conciencia y a la libertad de 

cultos con igualdad de tratos para todas las 

iglesias”; con respecto a lo segundo indicaba 

que “la Nueva Constitución, junto con reafirmar 

la separación entre el Estado y las Iglesias, y la 

neutralidad del Estado frente a la religión, con 

el pleno respeto por las creencias religiosas y 

éticas de las personas, y la práctica del culto, 

garantizará   la  igualdad   entre  las  distintas  

 

   

                                                    
     

 

El empedrado camino del 

laicismo en Chile 
 

Carlos Leiva Villagrán 

 
“La escasa laicidad de los partidos de gobierno, como 

también de los partidos de oposición, se traduce en que, 

en la práctica política, ella sea una temática incómoda 

para la clase política chilena en general”. 
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confesiones religiosas”.  

Por último,  al concluir sus definiciones 

sobre el Estado Laico, el programa afirmaba que 

“asimismo, deberán suprimirse de la ley y de las 

reglamentaciones relativas a poderes del Estado 

toda referencia a juramentos, libros o símbolos 

de índole religiosa”.  

Ciertamente, las definiciones contenidas 

en el programa de gobierno de Bachelet 

contienen una concepción limitada y discutible 

del laicismo, en la medida que más se asemeja a 

un programa de igualdad religiosa que a uno que 

procure la libertad de conciencia para religiosos 

y no religiosos. A pesar de su alcance limitado, 

es preocupante que transcurrido un año de 

gobierno estas tareas continúen pendientes, y 

por ahora cabría justificar su omisión en que el 

tema de las modificaciones constitucionales aún 

no ha estado a la orden del día en la 

programación de la ejecución de las tareas 

comprometidas. 

 
 

Enfatizando lo anterior, cabe señalar que 

el programa de gobierno de Michelle Bachelet 

ignoró toda otra referencia laicista explícita.  

Significativa omisión es que su programa de 

Reforma Educacional no contuviera 

expresamente la intención de ser laica, lo que 

traduce en que la reforma educacional  del 

actual gobierno nunca  se ha planteado que los 

recursos públicos que se destinan a la educación 

pública y privada se excluyan  de llegar a 

quienes utilizan los servicios educacionales para 

efectuar adoctrinamiento religioso. Grave 

insuficiencia para un enfoque laicista del 

programa de gobierno, dado que no estando en 

el programa, difícilmente va a ser agregado en 

algún momento de la tramitación de la reforma.   

¿Qué debería incluir en Chile  un 

auténtico programa de gobierno que mereciera 

llevar el nombre de laicista? En lo esencial, un 

programa laicista debería desmontar todo el 

andamiaje institucional que alimenta la 

formación de enclaves de poder religioso, los 

que,  a través del condicionamiento ideológico, 

inciden en la vida entera de hombres y mujeres, 

así como en el ejercicio de la  libertad de 

conciencia de los ciudadanos. 

 En Chile, la separación de la Iglesia del 

Estado en 1925 no fue más que un acomodo que 

quitó al Estado el beneficio del patronato, en 

tanto que el catolicismo dejó de ser la religión 

oficial y desapareció de la Constitución. Por tal 

osadía, el Gobierno de entonces debió entregar 

durante 5 años al Arzobispado de Santiago una 

cantidad muy significativa en dinero efectivo 

(dos millones quinientos mil pesos en dinero de 

esa época) para invertir en las necesidades del 

culto de la Iglesia Católica y reconocer los 

derechos que ella tenía a ese momento, cuestión 

que, lamentablemente,  la ley de cultos de 1999 

cuidó muy bien en mantener. Por ello, en la 

práctica, no ha habido separación de la Iglesia 

del Estado.  

La Iglesia Católica continúa 

manteniendo el derecho a adoctrinar en la 

educación pública  y particular subvencionada, a 

los niños chilenos; continúa con excepciones en 

el pago de tributos por sus edificios de uso 

religioso; continúa teniendo validez su derecho 

canónico; continúa teniendo asistencia religiosa 

en hospitales y cárceles del estado; continúa 

ejerciendo oficios religiosos oficiales; continúa 

siendo patrono de las fuerzas armadas; continúa 

recibiendo pagos del Estado por sus servicios de 

vicaría,  etc.  

Michelle Bachelet                                                                              gob.cl 
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Por tanto, un programa de gobierno laico 

debe terminar con toda ambigüedad respecto al 

lugar de las religiones respecto a su pretensión 

de participación en el dominio público 

institucional de la República 

Y cabe señalar en este contexto a la 

Iglesia Católica en particular, por su 

preponderancia histórica en el Chile 

republicano, que le ha permitido conservar la 

personalidad jurídica de derecho público que 

ostentó desde la Colonia y que ninguna 

disposición legal ha sido capaz de derogar.  

De hecho, la ley de cultos 19.638 de 

1999 le conserva  este privilegio  al señalar  en 

su último artículo: “Art 20. El Estado reconoce 

el ordenamiento, la personalidad jurídica, sea 

ésta de derecho público o de derecho privado, y 

la plena capacidad de goce y ejercicio de las 

iglesias, confesiones e instituciones religiosas 

que los tengan a la fecha de publicación de esta 

ley, entidades que mantendrán el régimen 

jurídico que les es propio…”. A su vez, el 

artículo 547 inciso segundo del Código Civil, 

dice que no se aplicarán las normas relativas a 

las corporaciones y fundaciones de derecho 

privado “a las corporaciones y fundaciones de 

derecho  público  como  la  nación, el Fisco, las 

Municipalidades, las iglesias,  las comunidades 

religiosas y los establecimientos que se costean 

con fondos del erario”. La Iglesia Católica 

procura precisamente tener un lugar de 

influencia en la institucionalidad pública 

nacional, así como establecer su diferencia con 

otras religiones en Chile, por ser la única que 

detenta este carácter. 

En contrapartida, en todo caso, cabe 

señalar que el gobierno de Michelle Bachelet ha 

tenido la fuerza suficiente para generar dos 

proyectos de ley que tocan postulados sensibles 

para la institucionalidad religiosa, y que tienen 

la virtud de poner al desnudo la vocación 

intervencionista en el espacio público de estas 

instituciones. Se trata de los proyectos de 

Acuerdo de Unión Civil y de despenalización 

limitada del Aborto, que son consecuencia de la 

fuerza generada desde los movimientos sociales 

y del imperativo moral de estar al día con el 

avance de la civilización moderna.  

En ambos casos, los proyectos satisfacen 

el sentido de los requerimientos laicistas,  en  

cuanto  a  que  la institucionalidad pública, en el 

primer caso, no discrimine respecto de los 

Ig
le

si
a.

cl
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diversos tipos de familia que existen de hecho 

en Chile, y en el segundo caso, reconozca del 

derecho de la mujer a decidir sobre su propio 

cuerpo en situaciones extremas.   

La oposición a estas iniciativas, que 

efectivamente amplían el ejercicio de las 

libertades de los ciudadanos, proviene de 

concepciones religiosas que conciben que la 

única relación que cabe proteger es la del 

matrimonio heterosexual, por una parte, y que, 

el ser humano es tal desde el momento de la 

concepción, por otra.   

Ninguno de estos proyectos es aún ley de 

la República. En el primero de los casos está 

pendiente su revisión por el Tribunal 

Constitucional y en el segundo recién ha sido 

enviado al Congreso para su tramitación 

legislativa. Más allá de su aprobación y de los 

efectos concretos que ambas leyes una vez 

aprobadas vayan a tener en la ciudadanía, parece 

de suma importancia el aliento al debate 

respecto de la relación entre los postulados 

religiosos y la institucionalidad pública que se 

está dando en el entorno.  

No cabe duda que son oportunidades que 

se abren a la conciencia de los chilenos para 

comprender que la institucionalidad  pública no 

puede ser secuestrada por creencias particulares; 

que los adherentes a religiones tienen pleno 

derecho a cumplir con sus preceptos religiosos 

y, por ejemplo, conformar sólo parejas 

heterosexuales  en  matrimonio o no abortar por  

motivo alguno, pero, por otra parte, no pueden 

arrogarse el  derecho a imponer sobre el resto de 

la ciudadanía las acciones que se derivan de sus 

creencias. 

En suma, el camino laicista está aún muy 

empedrado. La predominancia de las 

concepciones religiosas se manifiesta como 

poder político de la institucionalidad religiosa, y 

por ende como influencia relevante a los 

representantes políticos de derecha, de centro y 

de izquierda.  

El peso de la noche se manifiesta en la 

escasa disponibilidad de la clase política para 

emprender modificaciones laicas en la 

institucionalidad pública.  

Sin embargo, la fuerza de los 

movimientos sociales que se ha manifestado en 

numerosos planos en los últimos años en Chile 

trae la esperanza de que a través de su acción 

orientada a la justificación y transparencia de la 

actividad pública en todos los planos, implique 

como consecuencia el requerimiento que es 

consustancial al cambio político, y que es la 

apertura de la conciencia ciudadana, que permita 

a ésta comprender cabalmente que su eventual 

adscripción a una religión no puede implicar 

adhesión al poder público de la magistratura 

religiosa.  

De este modo, consistentemente, la 

ciudadanía debería tender a generar 

representantes políticos dispuestos a desmontar 

aquellos aspectos de la institucionalidad pública 

que no son otra cosa que manifestación de 

pretensiones particularistas de poderes fácticos, 

incompatibles con una vida pública 

auténticamente republicana.   

 
Congreso Nacional de Chile 
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Los casos Penta, Dávalos y SQM se 

subieron al Festival de Viña. Uno de los 

humoristas invitados, los expuso en su rutina 

haciendo despertar al monstruo. Se escucharon 

fuertes pifias frente al relato de los vergonzosos 

hechos políticos de los últimos meses. La gente 

está revuelta con el festín de millones que 

manejan las elites y con el tráfico de influencias 

que los casos dejan al descubierto.  

La gente se siente defraudada por 

algunos de sus líderes políticos y por ser 

tratados como personas poco inteligentes que 

debieran creerse las explicaciones que se les dan 

y quedarse tranquilos con esto. El escándalo se 

comenta en las redes sociales, en las noticias, en 

la radio y hasta en el Festival. 

¿Y en los colegios? ¿Se comentará algo 

de este escándalo en los colegios a la entrada a 

clases o los profesores se dedicarán rápido a 

“pasar materia” para el Simce y la PSU? 

Nuestros niños y niñas y, sobre todo, 

nuestros jóvenes se han topado probablemente 

con el malestar ciudadano, han escuchado más 

de algún comentario de sus padres en las 

sobremesas de verano, otros habrán visto los 

abucheos de la gente cada vez que el humorista 

de Viña hablaba de los políticos. 

La pertinencia de abordar estos temas se 

entiende desde nuestro curriculum nacional. Allí  

se  ha  establecido  que  la  formación  ética,  la  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

comprensión del estudiante de su entorno y el 

desarrollo del pensamiento crítico, son objetivos 

fundamentales. Repito: fundamentales. Si de 

verdad le hacemos honor a este adjetivo, 

mostrarles la realidad nacional a nuestros/as 

estudiantes y reflexionar desde una perspectiva 

crítica, es una obligación de la escuela, pero 

sobre todo una responsabilidad ética para 

avanzar en el Chile que queremos. 

Las y los estudiantes de hoy serán los 

políticos de mañana y los servidores públicos 

que deberán cumplir su trabajo pensando en el 

bienestar del país por sobre el beneficio propio. 

Son quienes deberán luchar por la equidad 

siendo coherentes en su actuar con ese discurso. 

Los valores éticos se aprenden desde los 

primeros años y se refuerzan y ejercitan 

especialmente en la enseñanza media.  

Enseñarlos, mejora la calidad educativa 

que tanto se ha exigido en el debate de la 

reforma educativa. Familia y escuela son 

responsables de esta formación que no puede 

estar aislada de los acontecimientos públicos 

con los que los estudiantes se topan en los 

medios día a día. 

¿Habrá promovido el ministerio el 

abordaje de estos temas para el inicio del año 

escolar? Esperemos que sí, y que esto 

contribuya a que la política chilena no sea 

motivo de escándalo y pifias sino de admiración. 

                                                              

      
                                                                   

 

 

Educar en tiempos de 

escándalos 
 

Mirentxu Anaya 
Directora Ejecutiva de Educación 2020 

 
“Mostrarles la realidad nacional a nuestros/as estudiantes y 

reflexionar desde una perspectiva crítica, es una obligación de 

la escuela, pero sobre todo una responsabilidad ética” 
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Es a la ética a la que corresponde  

determinar qué clase de hombre hay  

que ser para tener derecho a poner  

la mano en la rueda de la historia 

Max Weber 

La crisis de valores morales que sacude 

la política en nuestro país constituye la negación 

de todos los principios que el laicismo sustenta y 

defiende. 

La sensación de que una estrecha élite, 

que forma parte y se nutre del poder político y 

económico, no satisfecha de contar con todas las 

garantías constitucionales para hacer rentables 

sus negocios y de favorecerse de oportunidades 

inaccesibles a la inmensa mayoría de los 

chilenos, tampoco se ciñe a la legalidad ni a 

valores fundamentales de respeto a la función 

pública, ha ido generando un preocupante 

distanciamiento de la ciudadanía respecto de “la 

política”, restando la confianza ante toda acción 

pública, que en el sentir popular se orienta más  

a servir intereses corporativos que al bien 

común.  

La escandalosa intervención electoral a 

través del financiamiento espurio de campañas 

políticas por parte de grandes empresas del 

sector financiero y productivo, con fondos 

defraudados  ex   profeso  al  erario  nacional,  

 

entregando recursos de manera transversal, 

aunque a señaladas candidaturas, es una 

execrable manera de torcer la voluntad soberana 

en la elección de quienes tienen la sustancial 

tarea de confeccionar las leyes, imprimiendo 

sospechas más que razonables respecto al grado 

de independencia con que actúan en su función  

legislativa, sobre todo en el tratamiento de leyes 

que incidirán directamente en los negocios de 

quienes aportan “donaciones” al margen de toda 

regulación. No menos grave, el eventual uso de 

información privilegiada, y peor aún, la 

presunción de abuso del poder para generar 

condiciones de negocios encubiertos en el 

entorno de la propia presidencia, fortalecen la 

visión generalizada de que la élite nacional actúa 

con una actitud de descaro propia de quienes se 

sienten de alguna manera dueños del país.  

La élite constituye un mundo aparte, 

aquel que integra el núcleo de la centralización 

del poder  político, económico y social, radicado 

en Santiago, pero que identifica la metrópolis 

con la totalidad del país, más cercano a una 

concepción de sociedad jerarquizada que al 

concepto de soberanía popular. Tiende a una 

constante autosegregación, en su emplazamiento 

urbano, en la salud, a través de centros privados 

de alto costo, y especialmente en la educación, a 

la que asigna el rol de reproducir la desigualdad 

como premisa estructurante.  

                                                              

      
                                                                   

 

Interpelación ética 

a la élite 
 

Gonzalo Herrera 

 
“La honestidad personal, ligada al convencimiento de 

representar a una comunidad de intereses, amplios y diversos, 

y no a intereses privados en las funciones del Estado, 

constituye un recurso fundamental para el desarrollo 

armónico de un país con gobernanza positiva”. 
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Un estudio de 2013 de la Facultad de 

Economía y Negocios de la Universidad de 

Chile establece que la participación en el ingreso 

del 1% más rico del país —del orden de 170.000 

personas— sobrepasa el 30%, la más alta entre 

todos los países del mundo, superando los 

índices de concentración de la riqueza de 

economías como EE UU, Alemania, Suecia, 

Japón, etc.   

Una de las características de la élite es su 

catolicismo, asociado a una moral tradicionalista 

que se expresa entre otras cosas en la 

permanente obstrucción a cambios legislativos 

en temas sensibles que demanda la sociedad, 

como son la sexualidad, el aborto y la familia. 

La cercanía de la élite con la jerarquía de la 

Iglesia Católica, si bien de antigua data, a partir 

del pontificado de Juan Pablo II se ha 

estrechado, encontrando en organizaciones de 

carácter fundamentalista como Opus Dei y 

Legionarios de Cristo, el soporte ético necesario 

para ejercer sin complejos —ni demasiado 

apego a los principios cristianos—  su condición 

dominante en la sociedad, más allá de 

eventuales diferencias políticas, intereses 

económicos o visiones coyunturales.  

Los apellidos dinásticos se encuentran en 

ambas veredas del espectro político, con 

representantes en el gobierno y la oposición, en 

el sector público y en los holdings económicos, 

en la prelatura y en las fuerzas armadas. En su 

inmensa mayoría, los líderes de las principales 

áreas del quehacer nacional provienen de la 

educación pagada que proveen colegios 

católicos tradicionales, sin duda, los de mayor 

influencia y reconocimiento en la sociedad.  

No obstante ello, rápidamente ha ido 

creciendo también la oferta de nuevos colegios 

de élite, sostenidos por miembros del Opus Dei 

y Legionarios, que ponen mayor énfasis en el 

desarrollo de la virtud y el autocontrol, 

promoviendo en los alumnos una autoimagen de 

superioridad intelectual y moral, con una clara 

proyección en su condición de futuros líderes y 

conciencia del rol central que habrán de ocupar 

en la sociedad. 

Sin embargo, contradiciendo los 

principios en que se educa la élite, como nación 

nos encontramos ante un incierto panorama, en 

el que la corrupción parece más extendida de lo 

que los chilenos pensábamos. Escándalos 

económicos de impredecible magnitud que 

apuntan directamente a lo más encumbrado del 

establishment empresarial, como el caso 

Cascadas, delitos tributarios de gran cuantía para 

el financiamiento ilegal de campañas electorales 

— que a esta altura parece comprometer a 

políticos de casi todos los partidos—, tráfico de 

influencias, sobornos en la administración del 

Estado y en las FF AA, fallos de la justicia que, 

más allá de los tecnicismos, demuestran un trato 

diferencial a miembros de familias poderosas o a 

curas comprobadamente pederastas, para peor, 

relacionados con los mismos colegios de élite, 

como es el caso O’Reilly.  
 

 
 

El convencimiento mayoritario de la 

ciudadanía de que “todos los políticos son 

iguales”, que actúan en base a su propio interés 

y que no resuelven los problemas de la gente, se 

fortalece así con la constatación de odiosos 

privilegios que favorecen a los sectores más 

ricos, y la soltura con que operan los poderes 

fácticos, los grupos económicos, la 

concentración de los medios de comunicación y 

sus prácticas de desinformación y/o 

banalización, las mismas iglesias, pautando de 

forma desembozada al gobierno y a los 

legisladores, con el fin de obstaculizar 

propuestas valóricas relacionadas no sólo con la 

libertad individual, con  la libertad de 

pensamiento y de conciencia, sino 

lamentablemente también con marginalidad y 
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vulnerabilidad, con sexualidad precoz, estupro y 

embarazo adolescente.  

Las poderosas influencias sobre el 

Congreso de inversionistas relacionadas con 

megaproyectos, o la promulgación de leyes que 

tienen un carácter inocultablemente abusivo, 

como la Ley de Pesca, que otorgó a siete 

familias de la industria pesquera concesiones 

extractivas a perpetuidad, con un irreversible 

daño a la actividad de miles de pescadores 

artesanales a lo largo del litoral, lograda con los 

votos de senadores que tenían evidentes 

conflictos de interés, son razones obvias que 

explican el descrédito de los políticos en las 

encuestas. Tampoco el sistema de vasos 

comunicantes que  permite el expedito tránsito 

de políticos desde el gobierno a la empresa 

privada, y viceversa, colabora en mejorar la 

amplia percepción ciudadana respecto a la 

identidad de intereses entre los conglomerados 

económicos y el poder público.  

 

En este luctuoso escenario lo que el país 

esperaría de la élite es la voluntad sincera de 

impedir que los gravísimos hechos que han 

conmocionado al país en las últimas semanas se 

sigan cometiendo, en primer lugar apoyando 

incondicionalmente a la Fiscalía Nacional, y 

toda investigación judicial que se requiera, hasta 

desentrañar los delitos perpetrados en toda su 

extensión y profundidad. Abstenerse de defensas 

corporativas en las formalizaciones que ya se 
han efectuado y  que vendrán, pero asumiendo 

al mismo tiempo una actitud de mesura y no de 

hipocresía y soberbia, conscientes de su 

responsabilidad político-partidaria.  

Demostrar al país una real convicción de 

depurar la política, de hacerla más transparente 

tanto en el financiamiento de los partidos como 

en las campañas electorales, y de proteger la 

probidad del servicio público, requiere avanzar 

de manera rápida, aunque no improvisada, en la 

confección de leyes y normas tendientes a cortar 

los gérmenes de la corrupción, y a erradicar 

todos los posibles espacios de soborno y 

cohecho.  

La peor señal que se podría enviar al país 

sería que toda la retórica surgida de estos 

hechos, con enérgicas declaraciones de condena, 

más a la actuación de los adversarios que a la de 

correligionarios, se quedara sólo en las buenas 

intenciones y en la apelación a los principios 

éticos de los incumbentes, a consejos asesores o 

a remozados códigos de buenas prácticas en la 

función pública, sin que ello se plasmara en un 

proyecto de ley orientado a bloquear 

eficazmente todo intento de captura del Estado 

por intereses privados y a evitar, tanto como sea 

posible, la corrupción administrativa.  

Bajo ningún punto de vista el país podría 

admitir en la actual coyuntura amnistías 

consensuadas o salidas negociadas al estilo 

Lagos-Longueira. La discusión sobre penas 

aflictivas en un futuro cuerpo legal que persiga 

los delitos económicos y su acción corruptiva, 

no puede seguir evadiendo el principio de 

justicia igual para todos, manteniendo la 

percepción pública de que los “delincuentes de 

cuello blanco” no van a la cárcel. 

Sólo así la ciudadanía podrá volver a 

creer que existe una mayoría política y 

empresarial que no está dispuesta a que el país 

se precipite hacia una corrupción generalizada, 

hacia una degradación moral que, con 

características metastásicas, destruya la 

democracia y arroje al país a flagelos 

impensados, populismo, caudillismo, bandas 

organizadas que cooptan los gobiernos, imperio 

del narcotráfico, colusión y sobornos, como 

ocurre en algunas realidades latinoamericanas.  

Desgraciadamente, lo que hemos visto 

hasta ahora no es ha sido demasiado 

prometedor. La reacción de la derecha política 
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ha ido más por recurrir a la táctica del empate 

con el descrédito del gobierno, arrogándose una 

actitud persecutoria que resulta francamente 

impúdica al pretender ignorar la viga en el ojo 

propio. Y el Centro de Estudios Públicos (CEP), 

sin duda el más conocido y estrechamente 

relacionado con los principales grupos 

empresariales del país, ha intentado 

desdramatizar el financiamiento irregular de la 

política, recomendando que no se limiten los 

gastos electorales ni las fuentes de 

financiamiento, de manera que éste no quede 

restringido mayoritariamente al subsidio estatal. 

En un análisis ético-político con altura de 

miras, no podría desatenderse el antecedente que 

el modelo neoliberal imperante, con la 

sobrevaloración del dinero, el desmesurado rol 

que otorga al mercado y la libertad económica 

sin contrapesos regulatorios, han generado por 

décadas incentivos perversos, a las empresas, 

que utilizan vacíos legales cuando no 

directamente el soborno para burlar las normas 

del juego limpio y tomar ventaja respecto a la 

competencia, a algunos funcionarios, incluso del 

más alto nivel como lo demuestra el caso del ex 

Subsecretario de Minería Pablo Wagner, 

echando mano a la coima con fines políticos o 

de beneficio personal.  

La arrogancia de la élite política que, en 

los primeros años de normalización 

democrática, con actitud triunfalista consensuó 

acuerdos para la preservación del modelo 

económico y social de la dictadura, acuerdos 

que pudieran satisfacer a sus dos vertientes, la 

élite que participó del régimen militar y la que 

estuvo en contra, generó en el país la sensación 

de “intangibilidad” del modelo, elevándolo a 

una condición de dogma para el desarrollo y la 

superación de la pobreza — que como sabemos 

terminó en crecimiento económico con alta 

concentración de la riqueza y enorme 

desigualdad —. El desprecio manifestado por 

sucesivos ministros de hacienda a cualquier 

cambio tendiente a un crecimiento con más 

equidad, mayorías parlamentarias también 

obnubiladas por las cifras económicas, 

presidentes aclamados en encuentros de grandes 

empresarios, el permanente lobby de grupos de 

interés particulares, muchas veces ejerciendo 

influencias ilegales, daban cuenta de que todo se 

resolvía a “alto nivel”, que el poder estaba bien 

afianzado en aquella minoría tocada por el 

“saber” y el éxito.  

En ese escenario, la demanda de 

reformas fundamentales para la mayoría del 

país, tanto de orden político constitucional como 

económico social, no tenía cabida, cuestión que 

vino a cambiar sólo gracias a las movilizaciones 

sociales y a la presencia activa de la sociedad 

civil  en el espacio público. 
 

 
 

Nadie podría objetar la idea de que la 

ética pública se construye sobre la integridad, 

competencia y buena disposición de los 

funcionarios de todos los rangos, conscientes del 

rol social que desempeñan. La honestidad 

personal, ligada al convencimiento de 

representar a una comunidad de intereses, 

amplios y diversos, y no a intereses privados en 

las funciones del Estado, constituye un recurso 

fundamental para el desarrollo armónico de un 

país con gobernanza positiva. Por el contrario, la 

carencia de estas virtudes da cuenta de una 

administración que se nutre de individuos 

contratados como operadores, orientados 

básicamente a representar los intereses de los 

partidos en el poder, para retribuir favores 

políticos o simplemente por nepotismo.  



 

13 

La tradición republicana chilena, forjada 

desde comienzos del siglo XX, tuvo en la 

educación pública, concebida como un lugar de 

aprendizaje y convivencia de niños de distintos 

orígenes socioeconómicos, el pilar más 

importante para la formación de una clase media 

que fue capaz de desarrollar y mantener el 

Estado, con sus roles de protección social y 

fomento de una economía industrial, generando 

una Administración Pública que por muchos 

decenios se caracterizó por mostrar niveles 

satisfactorios de honestidad. El desarrollo 

democrático del país permitió así la progresiva 

emergencia de una sociedad civil, imposible de 

concebir en el Estado oligárquico del siglo XIX.  

El cambio de paradigma en la educación 

que impuso la dictadura militar, determinó la 

eliminación de asignaturas y nociones 

fundamentales para la formación de una cultura 

ciudadana democrática, cuestión que 

necesariamente habría de manifestarse después 

de diecisiete años en un paulatino desinterés por 

la política y la participación ciudadana.  

El laicismo no implica hostilidad hacia 

ninguna religión en particular. O no debiera 

hacerlo. El laicismo es principalmente una 

postura, una definición de respeto por las más 

profundas libertades humanas, una 

reivindicación de la libertad de conciencia, de 

pensamiento, de creer o no creer en una 

divinidad, todo ello en el seno de una sociedad 

en que impere el derecho y no el dogma, la 

tolerancia y no la discriminación.  

El concepto básico de laicidad que 

defiende el laicismo es el de autonomía de las 

esferas políticas, jurídicas y culturales de la 

sociedad frente a los intentos de subordinarla a 

principios metafísicos y morales de una religión 

determinada. Esto porque el origen de la 

legitimidad del Estado en toda sociedad 

moderna reside en la soberanía popular, y no en 

lo sagrado o religioso, como ocurría en tiempos 

en que el afán de imponer unas afiliaciones 

confesionales sobre otras desencadenaba 

cruentas luchas y dramáticas consecuencias 

políticas.  

Habría sido altamente positivo para el 

país — y una gran oportunidad para analizar el 

rol de la educación en consonancia con el tipo 

de sociedad que esperamos construir, con más 

soberanía popular y menos protagonismo de la 

élite — que estos conceptos pudieran haberse 

debatido con seriedad y conocimiento en el seno 

de las Comisiones Unidas de Hacienda y 

Educación del Senado, en enero recién pasado, 

durante la discusión del proyecto de Reforma 

Educacional impulsado por el gobierno. Esto a 

propósito de una indicación de la Cámara de 

Diputados en orden a incluir el adjetivo laica a 

la educación que provee el Estado a través de 

sus propios establecimientos, esto es escuelas y 

liceos municipales.  
 

 
 

Dicha moción fue impugnada 

enérgicamente por los senadores de derecha, sin 

que se aportara, no obstante, ni un solo 

argumento medianamente ilustrado que 

respaldara tal atrincheramiento, con la 

excepción de un razonamiento del senador 

Coloma que esgrimió que si la educación del 

Estado siempre había sido laica, y así había 

funcionado hasta ahora, qué razón habría para 

introducir la palabra en la nueva ley. A pesar de 

que el oficialismo contaba con los votos 

suficientes para haber aprobado la moción tal 

cual salió de la Cámara de Diputados, senadores 

democratacristianos gentilmente aportaron un 

atenuante para superar el impasse, tal vez con la 

mirada puesta en el rostro adusto del cardenal 

Ezzati, agregando al término laica la perífrasis 

“respetuosa de todas las religiones”.  

Lamentablemente en esta instancia no 

hubo tampoco ni un solo pronunciamiento de 

algún senador que permitiera dejar registrado en 
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actas los principios que fundamentaban la 

iniciativa de declarar la concepción laica de la 

educación.  

El adjetivo laico significa esencialmente 

“no religioso”. La educación laica no es por lo 

tanto pluriconfesional, no es la que se abre a 

todas las religiones, sino aquella que se sustenta 

en el método racional y utiliza enfoques 

pedagógicos con criterios científicos, 

prescindiendo por lo tanto de fundamentos 

religiosos o metafísicos en la búsqueda del 

conocimiento.  La educación laica promueve la 

autonomía de juicio del educando, sin imponer 

como exigencia ninguna visión de vida virtuosa 

de carácter particular, sin moldear las 

conciencias con valores morales propios de 

ninguna opción espiritual, estimulando en 

cambio la libertad de conciencia en el conjunto 

de los educandos, independientemente de la 

religión, creencia o no creencia que cada cual 

mantenga en su vida privada. La educación laica 

hace de la escuela ese lugar de encuentro de 

niños y niñas de diferentes proveniencias 

sociales, de padres con diversas formas de 

pensar, de distintas o ninguna creencia religiosa, 

pero que al final del proceso terminan 

reconociéndose como semejantes, como 

habitantes del mismo país, como integrantes de 

una sociedad plural, con los mismos derechos y 

respetuosos de las opiniones y puntos de vista de 

los demás. El concepto de ciudadanía, que 

permite la construcción común de una sociedad 

democrática, está  estrechamente ligado a estos 

valores. 
 

Son sin duda estas premisas las que 

afianzaron el carácter republicano que se perdió 

con la dictadura, generando a la salida del 

régimen autoritario una estrecha simbiosis entre 

la política y los grandes capitales, abriendo paso 

a una élite que desde entonces ha manejado el 

poder sin reconocer como iguales a quienes no 

pertenecen a su estrecho círculo, reproduciendo 

esta condición a través de una educación clasista 

y segregadora, una educación privada y 

privativa por su alto costo, diseñada al gusto de 

padres que no quieren ver a sus hijos 

relacionados con no-iguales y que exigen a la 

escuela de élite que haga conciencia de esa 

homogeneidad.   

La importancia que tenía incorporar en la 

nueva ley la palabra laica a la educación, y que 

idealmente hubiese involucrado no sólo a la que 

provee directamente el Estado, sino a toda la que 

se financie con recursos fiscales, hay que 

ponderarla en el contexto de aquella discusión 

legislativa. La jerarquía de la Iglesia Católica 

dejó en evidencia durante los meses pasados su 

incesable voluntad de mantenerse como actor 

político activo, sin dejar de ejercer su tutela en 

las diversas funciones de la vida pública.  

En un documento elaborado por la 

Vicaría para la Educación del Arzobispado de 

Santiago, que probablemente el senador Coloma 

no leyó, la Iglesia expresaba: “Nos rebelamos en 

contra de una educación que en el nombre de la 

neutralidad del Estado desprecia y margina el 

aporte de las religiones…. A un Estado laico 

ofrecemos nuestra religión como memoria de 

significado, fuente inagotable de integración 

social y esperanza de reconciliación con la 

creación y con Dios”. 

Este hecho que parece anecdótico, da 

cuenta sin embargo de la obstinada presencia de 

las religiones en el espacio público, haciendo 

caso omiso de la separación que estableció el 

Estado con la Iglesia en 1925. Huelga explicar 

entonces los alcances que tenía definir laica la 

educación pública. 

La grave crisis moral y política que vive 

Chile es la crisis de la élite, la manifestación del 

fracaso de la exclusión del otro, el boomerang 

de la arrogancia de quienes, por mucho tiempo, 

creyeron que no necesitaban de la participación 
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del resto de la sociedad, que bastaban los MBA, 

los postdoctorados y el capital para diseñar las 

vías estratégicas por donde conducir al país.  

El mayor daño que se le podría causar a 

la inmensa mayoría de ciudadanos, sin 

responsabilidad alguna en los escándalos, es que 

esta crisis entorpeciera gravemente o hiciera 

fracasar las reformas que el país 

mayoritariamente apoyó en el plan de gobierno 

de la señora Bachelet, tendientes a atacar la 

desigualdad y a avanzar, a través de una nueva 

Constitución y con la activa contribución de los 

ciudadanos, hacia el bienestar común. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

No nos cabe duda que habrá un 

importante sector de la élite que, frente a los 

escándalos conocidos, se manifiestan tan 

conmocionados como el resto de la ciudadanía. 

Es el momento de demostrar que este país 

conserva mayoritariamente un principio de 

decencia, de reafirmar el rol de la sociedad civil, 

de escuchar lo que la ciudadanía viene 

reclamando por largo tiempo, de emprender, en 

fin, la democratización de los partidos políticos, 

depurándolos de dirigentes y operadores 

corruptos, porque definitivamente sin partidos 

no hay democracia real.  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Luego del pronunciamiento de Amnistía Internacional, hace unos meses, una nueva ONG 

mundial ha planteado con fuerza la exigencia por una nueva legislación para el aborto en Chile. Se 

trata de  AVAAZ, instancia que empodera a millones de personas para que tomen conciencia y  

desarrollen acción frente a temas urgentes de interés internacional, regional o local, desde combatir 

la corrupción, la pobreza y el conflicto armado, hasta la lucha contra el cambio climático. 

Avaaz, que significa "voz" en varios idiomas europeos, asiáticos y de Medio Oriente, nació 

en 2007 con una misión simple y democrática: movilizar a los ciudadanos del mundo para cerrar la 

brecha entre el mundo que tenemos y el mundo que la mayoría de la gente quiere.  

En ese contexto, ha señalado que, cada nueve minutos muere una mujer innecesariamente 

por un aborto ilegal en el mundo. Haciendo presente que la presidenta chilena Michelle Bachelet ha 

enviado al Congreso un proyecto de ley que terminaría este horror contra las mujeres en Chile, y  

convoca a nivel internacional para ayudar a presionar para que le den trámite de urgencia.  

“Se ha demostrado que la despenalización del aborto no aumenta la incidencia de casos – 

dice el mensaje de Avaaz - pero sí evita que más mujeres sigan perdiendo la vida. La nueva ley 

propuesta por el gobierno podría el ser el salvavidas de miles de mujeres en Chile y solo 

despenalizaría el aborto terapéutico en tres casos extremos: cuando el embarazo amenace la vida 

de la mujer, si hay inviabilidad para el feto, o si la mujer fue violada”.  

“Más del 70% de los chilenos y chilenas apoyan esta despenalización y si nos sumamos  

indica - podemos presionar para que el debate se agende cuanto antes y así ayudar a salvar miles 

de vidas. Cuando reunamos 50.000 apoyos, le entregaremos nuestra petición al Congreso Nacional 

de Chile”. 

Adhiere a la campaña en el link: 
https://secure.avaaz.org/es/aborto_terapeutico_en_chile_2/?tnVXUgb 

https://secure.avaaz.org/es/aborto_terapeutico_en_chile_2/?tnVXUgb
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Uno de los temas fundamentales 

del actual debate público debiera ser el papel 

que cumple el Estado respecto a la familia y del 

rol que la mujer juega en ella. La familia es sin 

lugar a dudas una de las instituciones de 

referencia más importante para las personas, 

tanto en sus historias y proyectos de vida, así 

como uno de los tópicos presentes en la mayoría 

de los discursos. Sin embargo, no hay 

coherencia entre la extrema importancia 

asignada a la familia por los gobiernos, las 

instituciones religiosas y los individuos, y la 

atención que efectivamente se les otorga en las 

políticas públicas.  Hoy nos encontramos aun 

discutiendo cuotas políticas, igualdad de salarios 

y políticas que permitan a la mujer un ingreso al 

mundo del trabajo en equidad, valorado y 

apoyado en sus diversos roles. 

Es que si bien se ha avanzado de forma 

cualitativamente importante pareciera ser que 

estos avances sólo nos muestran la enorme 

brecha hoy existente en el contexto del rol de la 

mujer en la estructura familiar y su desarrollo en 

la sociedad.  

Este artículo no pretende dar cuenta de 

las políticas públicas ni del rol del Estado en la 

definición y protección de la familia y la mujer, 

como sujetos de derechos, sólo apunta a dar un 

contexto a los principales aspectos en los que el 

Estado y la familia hoy se encuentran, análisis 

que  se  fundamenta  desde  una  perspectiva de  

 

género, y su desarrollo en el devenir histórico y 

cultural de nuestro país. 

A lo largo de la historia, la familia ha 

sido objeto directo o indirecto de distintas 

políticas. De hecho, desde hace varias décadas 

se ha legislado sobre la familia como institución 

en materias como el matrimonio, el divorcio, la 

patria potestad e incluso el sufragio, que aun 

forman parte del marco jurídico vigente donde 

subyace una noción de familia que 

principalmente corresponde a la del hombre 

proveedor y la mujer como responsable de la 

reproducción, cuidado y muchas veces la 

mantención de esta estructura. 

Del concepto funcionalista de familia el 

feminismo ha tenido una gran repercusión “por 

haber puesto en tela de juicio la visión de la 

familia como ámbito armonioso e igualitario” 

(Giddens, 2001). Gracias a este debate, se ha 

pasado a entender la complejidad y diversidad 

de las familias. Transitar desde la idea 

normativa de la familia como célula 

fundamental a una noción sobre la pluralidad, 

complejidad y tensiones propias de las 

relaciones familiares, convierte a la familia en 

materia legislativa, susceptible de ser regulada 

por la justicia.  

Conceptos tales como la separación entre 

producción y reproducción, la mirada de las 

relaciones familiares como relaciones de poder, 

la importancia del trabajo doméstico no 

  

                                       
     
                                                                   

 

Estado, familia y género 
 

Claudia Ballesteros Villavicencio 

 

 
“se ha legislado sobre la familia como institución en materias 

como el matrimonio, el divorcio, la patria potestad e incluso el 

sufragio, que aun forman parte del marco jurídico vigente 

donde subyace una noción de familia que principalmente 

corresponde a la del hombre proveedor y la mujer como 

responsable de la reproducción” 
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remunerado, la visibilización de la violencia 

contra la mujer, la violencia sexual, el incesto, el 

estupro, el tráfico de mujeres y, más 

recientemente, el femicidio, se encuentran en las 

políticas públicas y las agendas sociales de 

distintas agrupaciones adscritas a tendencias 

religiosas y políticas variadas, el logro es 

justamente el de visibilizar estos temas que 

históricamente estuvieron sometidos bajo el 

manto del ámbito privado de la vida familiar, 

exponer estas problemáticas en la discusión 

pública, transversalizar hechos que  

históricamente estuvieron unidos a pobreza y 

marginalidad fueron los medios que permitieron 

poner en la agenda legislativa temas tan 

relevantes y sensibles como la violencia 

intrafamiliar y hoy el femicidio. 
 

Hoy temas como el envejecimiento y la 

desprotección de las mujeres en la vejez, la 

desprotección social y laboral, así como la 

importancia de la familia en la estabilidad 

emocional de los sujetos son temas recurrentes y 

crecientes y están adquiriendo relevancia en la 

agenda económica y social. En muchos de estos 

ámbitos se han visibilizado los sesgos de género 

de las reformas que eliminan el proteccionismo 

sin promover la igualdad.  

Hoy sabemos que entre las mujeres en 

América Latina, bajan la fecundidad y la 

natalidad, se retrasa la nupcialidad y aumenta la 

longevidad para la población (www.eclac. cl). 

Asimismo, crece la proporción de viudas y estas 

tienden a vivir más que los hombres, lo que 

implica desafíos importantes para las políticas 

públicas. La gente permanece más tiempo 

soltera y los jóvenes buscan maneras de 

conciliar las necesidades afectivas con la idea de 

autonomía, mejorando su capacidad para 

decidir.  

No obstante, lo que denota es que el 

avance de estas tendencias se origina en el 

cambio en los patrones de reproducción, que 

para las mujeres significó la revolución más 

importante. Cabe preguntarse sobre el precio 

que estas tuvieron que pagar para controlar sus 

cuerpos. Así y con todo para las mujeres existe 

un largo camino que recorrer en la búsqueda de 

democracia y justicia en el acceso a las políticas 

públicas.  

Porque más allá de ejemplos y de 

discursos las brechas que hoy se presentan en 

este ámbito mantienen aún a las mujeres en una 

trama respecto de sus roles y necesidades de 

desarrollo. A modo de ejemplo, el otro proceso 

que se reconoce como el estímulo más 

importante para el cambio en las relaciones 

familiares es el ingreso de las mujeres al 

mercado de trabajo, que se explica por la 

necesidad de mayores ingresos y el mayor 

acceso a la educación, incluida la educación 

superior.  

Existen estudios en que se muestra 

(CEPAL, 2004) que estas dos salidas de las 

mujeres al ámbito público (trabajo y educación) 

han tenido efectos positivos principalmente en la 

reducción de la pobreza, la disminución de las 

mortalidades, la seguridad humana y el bienestar 

de los distintos miembros de la familia. También 

han influido positivamente en la autonomía de 

las mujeres, aunque esta última no ha mejorado 

lo suficiente debido a la persistencia de una 

desigual distribución de responsabilidades en la 

vida privada y la permanencia de los 

diferenciales de ingreso por igual trabajo en el 

ámbito público. 

En primer lugar, se debe asumir que el 

empleo es la mejor forma de autoprotección, 

pero para que ello ocurra es necesario y 
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prioritario hacerlo viable para las mujeres. El 

desafío es posibilitar que las familias, en este 

caso en alusión a todos sus miembros, puedan 

resolver las labores de cuidado que no están 

reconocidas, subsidiadas ni financiadas. Y este 

no es un tema solo latinoamericano, esto ocurre 

incluso en los países europeos –tomemos el caso 

nórdico y otras modalidades como la española u 

holandesa, donde todavía el cuidado sigue 

siendo cosa de mujeres.  

En un estudio de C. Tobio (2005) se 

señala que en España el 80% del cuidado no está 

todavía en manos de servicios públicos, sino de 

las abuelas, las hermanas, las tías y las suegras. 

Es decir que, no obstante el Estado de bienestar, 

el cuidado de ancianos y niños está, todavía, a 

cargo de mujeres que hacen trabajo no 

remunerado. Desde el punto de vista de género, 

ello significa que no se puede abordar el tema 

del mercado laboral sin enfrentar el de las 

desigualdades en la familia y no se pueden 

abordar las desigualdades en la familia, si no se 

resuelve el tema de la autonomía económica de 

las mujeres y la manera en que se insertan en el 

mercado laboral. 

El otro desafío aún mayor, es que este 

fenómeno se modifica debido a la presencia 

masiva de las mujeres trabajadoras domésticas, 

que en algunos países son mayoritariamente 

indígenas, afrodescendientes, analfabetas o con 

muy baja escolaridad; además, son pobres y 

hacen las veces de proveedoras en sus hogares, 

repartiéndose las tareas con otras mujeres que 

trabajan por ingresos.  

Las mujeres de clase media que trabajan 

fuera del hogar comparten las tareas del hogar 

principalmente con las empleadas domésticas, 

ya que según los datos de las encuestas de uso 

del tiempo, la tasa de participación masculina en 

esas tareas no llega al 3%. Este “colchón” de 

mujeres pobres, indígenas, analfabetas, 

inmigrantes rurales – que van a trabajar en 

condiciones de informalidad en las casas de 

mujeres que laboran en los sectores medios y 

populares – tienen a su vez severos problemas 

de cuidado infantil.  

Estos cambios han generado un malestar 

social entre las mujeres, dando origen a las 

nuevas expresiones tendientes a producir 

cambios institucionales que favorezcan las 

transformaciones culturales indispensables para 

alcanzar la igualdad. Sin normas, instituciones y 

políticas la igualdad entre los sexos seguirá 

siendo postergada o a lo menos su progresión no 

acompañará a los desafíos del mundo 

contemporáneo. 
 

 
 

Las transformaciones coexisten con 

múltiples fenómenos de desigualdad, pobreza, 

discriminación étnica, déficit de ciudadanía y 

fragilidad de las instituciones. Esta coexistencia 

produce una gran paradoja y es que a pesar de 

los cambios que algunos pretenden asumir que 

desafían la estabilidad familiar, la familia sigue 

siendo considerada por la mayoría de las 

personas como el lugar más protegido y seguro, 

paradoja que no es menor si se tiene en cuenta 

que a la vez la familia es para la mayoría de las 

mujeres un lugar de alto riesgo en materia de 

violencia y maltrato.  

En conclusión, estamos frente a un 

proceso de grandes cambios sociológicos, 

jurídicos y culturales tendientes a la 

emancipación y autonomía de las mujeres. El 

aporte de las organizaciones de mujeres ha sido 

fundamental para identificar y analizar la lógica 

democrática también dentro de las familias, 

aunque muchas políticas aún se inspiran en 

valores tradicionales de protección y 

vulnerabilidad, o peor aún, tienden a un retorno 

conservador de defensa de una institución 

concebida bajo la soberanía de los hombres.  

Es urgente subrayar la importancia de 

hacer un diseño de políticas universales donde la  
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discusión no sea cómo se hace para que un 

grupo minoritario de mujeres ingrese o se 

incluya en el mercado laboral, sino que 

imaginemos renovadas políticas universales en 

beneficio de la mayoría de la población desde 

una perspectiva de derechos. En el fondo, el 

tema es la viabilidad de las políticas universales, 

que deben formularse creativamente sustentadas 

en la trama institucional pública, las redes 

sociales y las redes de mujeres que no están en 

el sector formal.  

Se dice que el empleo va por otros 

rumbos que no son los de la formalidad, que hay 

una brecha aguda entre las mujeres con 

educación y las sin educación, con más ingresos 

y con menos ingresos, y que los esquemas de 

protección social y las políticas de empleo son 

francamente insuficientes, no solo para la 

igualdad de género sino para la igualdad social 

en nuestros países.  

En síntesis, hoy la familia como 

institución se encuentra en un proceso de 

profunda transformación, se devela desde el área 

privada, donde conservadoramente se intentó 

mantener, para hacer de ella y sus conflictos un 

debate público en democracia y justicia. De la 

misma forma, aparecen a la luz los temas que 

allí se conciben, el rol de cuidado y su 

mantención históricamente asumido como un rol 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

de la mujer. La incorporación de la mujer al 

trabajo y las transformaciones que ello 

representan para el estado, las políticas públicas 

y la sociedad son un desafío que aún no logra 

concretarse.   

Lo que haga o deje de hacer el Estado es 

un determinante fundamental de la 

estructuración y los cambios en las relaciones de 

género, pero más allá de la metáfora lo que se 

deje sin hacer repercutirá directamente en el 

estado de nuestra sociedad porque sin duda 

estamos hablando de un pilar fundamental de la 

armonía de las relaciones sociales y de la 

formación de nuestra sociedad, sentarse a pensar 

cómo hacemos en conjunto, como sociedad, 

para alcanzar estándares de justicia, democracia 

y equidad para todos no es un tema menor. 

Si bien hoy nuestro país  puede presentar 

avances en los temas, tenemos brechas 

significativas entre niños y niñas, manifiestas 

desde el acceso a educación de calidad para 

todos y todas, la brecha pasa sin lugar a dudas 

desde el origen de cada una de las instituciones, 

y por sobre todo pasa por pensar desde la 

familia, desde la muer y los diversos roles que 

en ella se integran cómo concebir nuevos 

horizontes en equidad y en la diferencia, 

fundamental para el análisis de futuras políticas 

públicas. 
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Nous Sommes Charlie 

 
 

 

En medio de los preparativos de nuestra edición de enero pasado, fuimos 

conmovidos – como todos los demócratas del mundo -, por los asesinatos 

en la revista satírica francesa “Charlie Hebdo”.  Sobrecogidos por el crimen, 

en ese momento solo teníamos indignación. Discretamente solo pudimos decir,  

como muchos colectivos en el mundo, Nous Sommes Charlie. 

 

Han pasado dos meses, y salimos con nuestra siguiente edición, ante la  

comprobación de que “Charlie Hebdo” ya no es solo una revista francesa 

satírica, sino un símbolo de la libertad de expresión y de la democracia. 

 

En homenaje a su nueva significación y simbolismo, hemos incorporado este 

inserto de reflexiones, donde reafirmamos que este colectivo editorial también es 

“Charlie Hebdo”. 
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La matanza de París, orquestada 

fundamentalmente para silenciar las voces del 

periodismo vitalmente comprometido con la 

libertad de expresión, ha sido  un ataque también 

al corazón de la laicidad. 

Así es, porque en esta forma de guerra 

mundial en desarrollo, con preponderancia de 

acciones terroristas sobre población civil, 

originada por las múltiples fracturas políticas, 

nacionalistas, étnicas y religiosas en Europa, 

Africa  y Medio Oriente, esta vez el golpe ha ido 

en dirección a un símbolo de la cultura 

occidental, republicana, democrática y laica, 

como es la libertad de conciencia expresada a 

través del humor, una de las formas más 

propiamente humanas de manifestación. 

Se puede conceder que la horrible 

matanza no sea una obra intrínsecamente 

religiosa, por más que el crimen haya sido 

gritado en nombre de Alá y en venganza del 

profeta.  

Es posible que la radicalización que 

expresan los asesinos esté utilizando para 

beneficio particular la religión del Islam que, al 

igual que la Biblia, tiene en sus textos sagrados 

párrafos feroces que llaman a aniquilar a los 

infieles.   

Aún si así fuera, el crimen tiene un 

innegable resabio religioso. En efecto,  las 

religiones continúan teniendo un enorme peso 

en las conciencias de la humanidad, y bien lo 

saben hoy los líderes políticos de Oriente y 

Occidente, como bien lo sabían los 

conquistadores ibéricos que colonizaron 

América con la espada y la cruz, y bien lo sabía 

Mahoma cuya vida fue esencialmente la de un 

guerrero insuflado por la fe: Las ideologías que  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

procuran el poder encuentran un apoyo 

insospechado cuando invocan la divinidad, el 

más allá o la eternidad, en respaldo de sus 

pretensiones. 

Por todo ello, la responsabilidad de las 

jerarquías eclesiásticas es enorme.  En la medida 

que se suman o quedan imbricados con el poder 

político, se hacen co-responsables de este poder, 

y en particular de  las atrocidades que suelen 

derivarse de esta unión, y que en forma 

característica conlleva  la persecución y  

aniquilación de los creyentes de otras religiones 

y de los no creyentes. La dictadura católica de 

Franco en España y los recientes  regímenes  

talibanes o del Estado islámico son ejemplos de 

ello. 

La reacción de la Iglesia Católica ha sido 

de condena al magnicidio, pero no al punto de 

proclamar “Je suis Charlie”, que es la intuitiva 

divisa que Francia multiplicó desde el primer 

minuto del crimen, entendiendo que  éste 

apuntaba a la libertad de expresión, y que llevó 

en pocas horas a millones de franceses a 

congregarse en su defensa.  

Al contrario, connotadas voces de la 

catolicidad (en Chile, Joaquín García Huidobro 

y Gastón Soublette, en El Mercurio) han 

sugerido que los crímenes son consecuencia del 

carácter ofensivo del humor hacia la creencia 

religiosa. Esta es la postura que iguala a estos 

católicos con el islamismo extremo, y que  los 

une en el mundo  para atacar al laicismo y para 

impulsar leyes de castigo a la blasfemia, de 

prohibición de películas o de censura de  obras 

de arte,  y para, en definitiva, terminar con la 

libertad de expresión. Esto es decir, en francés, 

“Je ne suis pas Charlie!”.  

Je (ne) suis (pas) Charlie! 
 

         Carlos Leiva Villagrán 
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Existe una costumbre entre los 

campesinos que consiste en observar el tiempo 

durante los doce primeros días de enero para 

tener una idea bastante fidedigna de lo que les 

esperará cada mes del año, y así prepararse para 

sacar el mejor provecho de su trabajo y tener 

cosechas abundantes. Puesto que nada supera la 

sabiduría popular, empecé a apuntar 

cuidadosamente, no sólo las características 

meteorológicas de los doce primeros días del 

2015, sino también los eventos importantes de 

cada día, convencida que eso me ayudaría a 

planificar el resto del año.  

De hecho, el ejercicio se reveló bastante 

simpático, hasta el miércoles 7 de enero, un día 

que empezó de manera perfectamente normal, 

como todos los días que cambian el curso de la 

historia. Fiel a mi rutina matinal, preparé un café 

y me instalé frente al noticiero internacional 

para toparme con un informe alucinante sobre el 

atentado perpetrado contra el diario satírico 

Charlie Hebdo. Con el desajuste horario entre 

Santiago y Paris, estábamos casi en directo… 

En el curso de la mañana, los datos 

llegaron de a poco, cada vez más escalofriantes: 

no solamente habían pulverizado el local de 

Charlie Hebdo, lo que ya había pasado antes, 

sino que habían matado a cinco dibujantes, 

Wolinski, Cabu, Charb, Tignoux, y Honoré, más 

unos colaboradores del periódico y dos policías. 

Entre paréntesis, el impacto ocasionado por la 

noticia seguramente superó todo lo que 

podíamos imaginar desde nuestro lado de la 

pantalla, pues CNN dedicó casi 48 horas de 

exclusividad al suceso. La obra del dibujante  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

holandés Ruben Oppenheimer, publicada unas 

pocas horas después de la primera conmoción, 

cuando todavía no sabíamos si llorar de dolor, 

de impotencia o de rabia, lo decía todo: un avión 

dirigiéndose hacia dos lápices representando 

alegóricamente las Torres Gemelas. Menos 

espectacular que el 11 de septiembre 2001, sin 

lugar a dudas, pero cargando un mensaje similar. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

A medida que pasaban las horas se fue 

afinando la historia: el ataque cometido por los 

dos yihadistas franceses contra Charlie Hebdo 

había dejado entre sus víctimas a dos personas 

de ascendencia árabe, el corrector Mustapha 

 

Morir de pie o vivir de rodillas 
 

               Sylvie D. Moulin 
 
 

 

 
 

“¿Todavía no hay atentado en Francia?” 

“Esperen… Tenemos hasta fines de enero para 

presentar las felicitaciones de año nuevo” 

 

Caricatura de Wolinski publicada en el último 

número de Charlie Hebdo antes del atentado. 
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Ourad y el policía Ahmed Merabet, y dos judíos, 

el periodista y humorista gráfico Wolinski y la 

psicoanalista Elsa Cayat – sin hablar de los que 

fallecerían el día siguiente en otro ataque contra 

un supermercado kasher. En un círculo más 

restringido, se lamentó la muerte de dos 

masones en el atentado, Bernard Maris, 

economista que firmaba sus colaboraciones 

como “Oncle Bernard” (Tío Bernard), y Michel 

Renaud, periodista invitado a la reunión ese día. 

El Gran Maestro del GODF también recordó a 

Tignous, miembro fundador de una logia en 

Paris, y una hermana de la Gran Logia Femenina 

de Francia, viuda de uno de los diseñadores 

asesinados… 

En Santiago se movilizó frente al 

Consulado de Francia, unas horas después de la 

noticia, y de nuevo, con mayor amplitud, el 

sábado siguiente, no solamente la población 

francesa local, sino simpatizantes o quienes 

habían encontrado asilo en Francia después del 

golpe militar. Esos actos de conmemoración y 

homenaje lograron juntar más de trescientas 

participantes, pero al mismo tiempo se levantó 

otro tema.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Conversando con distintas personas de 

las cuales no esperaba ese tipo de comentario, 

me llegaron reacciones extrañas, desde “Pero… 

¿tu familia está bien?” hasta “¡Menos mal que 

estás en Chile!”. Sin embargo, lo que más me 

complicó, proviniendo de representantes de 

diferentes índoles culturales, políticas y 

religiosas, fue: “Por lo que vi en televisión, 

provocaban mucho… De verdad se pasaron la 

mano”. Temía que en algún momento alguien 

me iba a decir, con toda la inocencia y 

convicción correspondientes: “Se los buscaron”. 

Ante todo recordemos que Charlie 

Hebdo ataca a todos los dogmatismos y no está 

afiliado a ningún partido político. El periodista 

Roderic Mounir, en abril 2010, lo definió como 

una publicación “de izquierdas” (“Charlie 

Hebdo, c’est la gauche plurielle”), y algunos 

días después del atentado, el analista chileno 

Raúl Sohr, en su columna de Publimetro del 16 

de enero, subrayaba en defensa de Charlie 

Hebdo que primero no discrimina, y segundo 

que nadie está obligado a leer la revista si se 

molesta con sus contenidos: “Los extremismos 

religiosos pretenden que todos acaten sus 

normas; así fue durante la inquisición y así es 

hoy con los fundamentalistas islámicos”. 

Pero algo me seguía dando vueltas. Si el 

domingo siguiendo el atentado, casi 4 millones 

de personas y numerosas figuras políticas y 

religiosas internacionales habían desfilado en las 

calles de Paris, no simplemente en homenaje a 

las víctimas, sino en defensa de la libertad de 

expresión y de la lucha contra el oscurantismo 

en todas sus acepciones, entonces ¿por qué, por 

otra parte, era tan difícil hacer entender y 

aceptar el concepto de laicidad? El término 

“laico” es probablemente una de las palabras 

más incomprendidas y mal interpretadas que 

conozca, y a veces provoca reacciones fuertes 

que hacen pensar que el interlocutor le atribuye 

connotaciones sacrílegas o blasfematorias.  

Muchos confunden laicidad y ateísmo, 

cuando se tratan de conceptos muy distintos. 

Mientras el ateo no cree en Dios y el agnóstico 

duda de su existencia porque no está 

comprobada,  el laico simplemente no pertenece 

a ningún grupo religioso. Sin embargo, una 

persona puede ser laica y creyente, y de hecho 

crecí en una familia de profesores y empleados 

del estado, la mayoría de orientación socialista, 

creyentes no practicantes y… laicos con 

devoción. 

En Francia, la enseñanza pública es laica, 

pero considerando la nueva realidad social y la 

diversidad religiosa de la población, una primera 

 

 
 

La invención del humor… 

Aceite y fuego 
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ley, el 15 de marzo 2004, reglamentó el uso de 

signos religiosos ostentosos en las escuelas 

públicas, sea cual sea la fe que representan 

(chador, kipá, turban, cruces grandes, etc.), tanto 

para los alumnos como para el personal 

administrativo y pedagógico.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

Sin embargo, autorizaba el uso de signos 

discretos y no se aplicaba a las universidades.  

En cuanto a la ley de octubre 2010, su enfoque 

era distinto, ya que prohibía sencillamente 

taparse la cara en espacios públicos, sea o no 

religioso el accesorio usado para tal efecto. 

La Constitución francesa define la 

República como “indivisible, laica, democrática 

y social”, pero en realidad es solamente en las 

últimas décadas que el concepto llegó a ser 

motivo de debate, como consecuencia de un 

aumento importante de la población musulmana, 

y dentro de ese grupo de fervientes practicantes 

del Islam. Podrían llegar, según los estudios, a 

más de 10% de la población total del país en el 

año 2030.  

De ahí se produjo una reacción en 

cadena, ya que se está desarrollando un grupo de 

practicantes, muchos de ellos de segunda 

generación (los mismos autores del atentados 

contra Charlie Hebdo habían nacido en Francia), 

quienes por ser ciudadanos franceses tratan de 

establecer e imponer prácticas, maneras de 

actuar, reglas de vestimenta, restricciones y 

obligaciones relacionadas con su culto, 

chocando por lo mismo  con los conceptos de la 

República. 

La provocación perpetrada por Charlie 

Hebdo no va en contra de ninguna ley, es la 

expresión de una libertad garantizada por la 

constitución. Sus dibujos no promulgan la 

“islamofobia”, ni otras discriminaciones 

xenofóbicas. De eso se encargan  grupos como 

el partido Frente Nacional, de corte fascista, que 

de hecho trató de recuperar a su ventaja el 

atentado contra Charlie a su ventaja y no recibió 

casi ningún eco de la población.   

La libertad de expresión es o no es, y 

como cualquier derecho sagrado no aguanta 

condiciones ni término medio. No podemos 

dejar de recordar la famosa frase atribuida a 

Voltaire: “no estoy de acuerdo contigo, pero 

defenderé con mi vida tu derecho a expresar tu 

opinión”… Quizás era previsible el atentado del 

7 de abril, y sus víctimas lo sabían 

perfectamente, porque el humor consiste 

también en decir lo que nadie quiere escuchar. 

Stéphane Charbonnier, “Charb”, que perdió la 

vida ese día, estaba desde 2013 en la lista de Al-

Qaida de las personas a matar por “crimen 

contra el Islam”. Hasta el final le gustó recordar 

que “prefería morir de pie que vivir de rodillas”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

No debo dibujar a Mahoma 

 
 

Atentado contra Charlie Hebdo 

Mustafá y Ahmed asesinados. 

“¿Estás seguro que no son musulmanes?” 

“Mátalos a todos. Alá reconocerá a los suyos” 
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El criminal y bárbaro atentado a la 

revista “Charlie Hebdo” en enero de este año 

trajo como implicación, entre otras reacciones, 

la relectura de Voltaire.  En Francia, sobre todo, 

sus obras  - y, en especial, su Tratado de la 

Tolerancia -  han alcanzado el rango de 

verdaderos best-sellers.  En respuesta al violento 

asalto, la Societé Voltaire  - club de académicos 

especialistas en el filósofo -  emitió muy 

prontamente el comunicado:   “Hoy, Voltaire 

sería Charlie”. 

Sin duda, una afirmación acertada.  

Porque Voltaire no descansó jamás en su lucha 

contra el fanatismo religioso y la libertad de 

expresión.  Y su figura se ha convertido en 

símbolo absoluto de la defensa racional de la 

tolerancia.  La rehabilitación de acusados 

abusivamente tratados por la justicia clerical de 

la época y, más aún, la movilización pública 

para evitar la comisión de injusticias, fue su 

cruzada personal, desde la solución que logró en 

el caso de Jean Calas, protestante injustamente 

acusado de  asesinar a uno de sus hijos para 

evitar que se convirtiera al catolicismo y 

condenado a una muerte atroz.  

Así, desde sus 68 años (en el año 1762) y 

hasta el final de sus días (dieciséis años más 

tarde), el Patriarca de Ferney  - se le llamaba así 

a Voltaire por su residencia en su castillo de 

Ferney, ubicado en territorio francés,  a pocas 

leguas de la frontera con Suiza -  se convirtió,  

entonces,  en una  especie de última instancia de  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

apelación para los que se sentían atropellados 

por las instituciones o arbitrariamente 

silenciados.  

La memoria histórica de estos episodios 

en que, para triunfar en nombre de la razón, la 

justicia, la tolerancia y la libertad había que 

tener a Voltaire al lado, se reflejó en la primera 

manifestación que se hizo en Inglaterra en favor 

de Salman Rushdie, injustamente condenado por 

la fetua de Jomeini. Entre los manifestantes que 

protestaban y exigían una reparación, no faltó un 

pequeño grupo que se paseaba con una pancarta 

que rezaba: “Avisad a Voltaire”. 

Hoy, el espíritu de Voltaire sigue 

presente en el combate contra el fanatismo y la 

barbarie. Su lucha incansable por suprimir la 

influencia religiosa sobre leyes y autoridades no 

ha finalizado.  En nuestra época, a pesar del 

desarrollo de la democracia y de la vigorosa 

extensión del laicismo, siguen existiendo 

lamentables ejemplos de esta pretensión 

teológica absolutista de convertirse en referente 

unánime del sentido de la vida social. Voltaire 

nos enseñó   - y debemos recordarlo día a día -  

que la tolerancia no es una actitud pasiva, 

resignada o indiferente ante lo que nos rodea, 

sino que implica una movilización de nuestras 

energías, una militancia intelectual combativa, 

una puesta en ejercicio de la razón, las ideas, los 

argumentos y las observaciones críticas contra la 

superstición, el dogmatismo y los credos 

homicidas.   

 

 

Vigencia de Voltaire 
          

         Rogelio Rodríguez 
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Stéphane Charbonnier – Charb – fue un 

periodista y dibujante, que tuvo ideas políticas y 

una perspectiva filosófica y moral, que 

manifestó en su actividad profesional y en las 

diversas entrevistas que concedió, producto de 

las amenazas de que fue objeto.  

No tenía al parecer una intención 

proclive a las grandes tesis y a los grandes 

debates de ideas que suele aportar la densidad 

del pensamiento francés. Su aporte conceptual a 

lo cotidiano estaba más en la mirada irónica 

sobre la vida política y social, que también 

proviene de las tradiciones intelectuales 

francesas. 

En el diario “El País”, el periodista 

Miguel Mora, en septiembre de 2012, recogía la 

mirada corrosiva de Charb frente a su propia 

situación – protegido por la policía, ante las 

amenazas de los fanáticos musulmanes - : “Si es 
la condición para expresarse libremente en 
Francia, seremos protegidos por la policía. 
Prefiero tener dos agentes a mi lado durante 
un tiempo, así no se dedican a expulsar 
gitanos”. 

Cuando comenzaron las amenazas por 
las publicaciones, la opinión de “Charlie 
Hebdo” no fue otra que señalar: 
“Caricaturizamos a todo el mundo y solo 

cuando sale Mahoma es una provocación. Es la 

misma provocación de todas las semanas. 

Hemos tenido 14 querellas con la extrema 

derecha católica y una sola con el Islam. ¿Cuál 

es el problema en Francia, el islam o la extrema 

derecha católica?”  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

“Estamos de acuerdo en apelar a la 

calma. Si alguien tiene problemas con nosotros, 

que haga lo que se hace en la República. Se 

presenta la denuncia, vamos al tribunal y luego 

jugamos el partido tranquilamente en el marco 

de la ley”. 

Sin duda, allí está la comprensión 

republicana que Charb tenía muy arraigada. Pero 

también está allí presente una comprensión de la 

libertad y la democracia, y una comprensión 

sobre los derechos de conciencia y el derecho a 

la libertad de expresión de las opiniones de 

conciencia y las convicciones de cada cual, solo 

limitables por la ley, democráticamente 

concebida. 

En ese contexto, se desprende una 

reflexión que asumimos como una contribución 

efectiva de Charb a la democracia, a la libertad y 

a los derechos de conciencia. En un legado que 

se desprende de su actividad periodística y del 

simbolismo del medio que dirigió y la 

significación de su muerte y de todos los que 

fueron asesinados en “Charlie Hebdo”. 

 

El respeto a las religiones. 
 

El jefe de la Iglesia Católica universal, 

estando en uno de los países con más católicos 

en el mundo, señaló que no se puede ofender la 

fe de otros y que la libertad de opinión tiene sus 

límites. “La libertad de expresión también tiene 

sus límites. No se puede insultar la fe de los 

demás. No puede uno burlarse de la fe”, 

expresó, poniendo acento en la inopinabilidad 

 

El legado de Charb 
          

         Sebastián Jans 
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respecto de los dogmas y en la limitación  de la 

libertad de expresión, sin la cual no existe la 

libertad de conciencia como derecho.  

Ello pretende que el tratamiento público 

de las ideas religiosas en democracia debe ser 

distinto a las demás ideas o relatos sobre la vida 

y la trascendencia humana, por las que optan las 

personas en su legítimo derecho a elegir en lo 

que creen o por lo que optan frente al existir 

humano.  
 

 
 

Sin embargo, las ideas sobre la 

divinidad, la forma de definirla, como adorarla, 

como aplicar los contenidos dogmáticos, como 

ellos deben tener un impacto en los demás, son 

aspectos que diferencian a los distintos credos y 

que los llevan, a cada cual, a sostener la idea de 

detentar la absoluta verdad. Cada una presenta 

opiniones absolutamente distintas sobre cómo se 

manifestaría la revelación de Dios, y sobre la 

conducta que deben observar los adeptos 

respecto de los predicamentos que de allí se 

desprenden. 

Es aquello - la diversidad de 

aseveraciones sobre la divinidad y los 

contenidos de los dogmas religiosos –, lo que 

hace a las distintas religiones asuntos 

absolutamente opinables. El que haya distintas 

concepciones sobre Dios y aseveraciones 

distintas sobre la forma en que se revela a los 

seres humanos, es lo que valida el evento de 

discernir sobre los contenidos dogmáticos, los 

cuales pueden ser discrepados, criticados, 

negados, y hasta ridiculizados. 

En una democracia, toda idea humana 

puede ser cuestionada, rebatida, y hasta 

considerada ridícula, absurda y falaz. De hecho, 

día a día, hay ideas políticas, filosóficas y 

económicas, que son fundamentales para los 

grupos humanos por el impacto que tienen en la 

vida individual y colectiva de las personas, que 

son objeto de mofa o del sarcasmo, en todas las 

culturas y en todos los continentes.  

Son cuestiones tremendamente 

importantes, que involucran decisiones o puntos 

de vista de mucha trascendencia en las 

sociedades, sobre las cuales las personas 

expresan su opinión de manera concreta, muchas 

veces desde la sorna y la ironía más descarnada. 

¿Por qué una idea de la revelación de 

Dios o los contenidos o relatos religiosos que de 

ello se desprenden, no podría ser motivo de la 

libertad de expresión de las personas que no 

comparten aquellos planteamientos? 

Admitir la aseveración del Papa 

Bergoglio, es volver, desde la sutileza, a la 

pretensión histórica de todo dogma de imponer 

su verdad de manera absoluta y hegemónica y 

excluir de la sociedad toda visión distinta, a 

partir de la inopinabilidad sobre las 

afirmaciones, contenidos o relato de la religión 

predominante.  

No debemos olvidar, que quienes 

administran la fe son personas muy 

quisquillosas, por decir lo menos. Su 

irritabilidad ante la crítica es 

extraordinariamente sensible. La historia está 

repleta y agobiada de episodios en que, 

cualquier evento, por pequeño que sea, puede 

ser entendido como ofensivo para un credo 

desde el punto de vista del clérigo a cargo.  

De hecho, muchas de las pretendidas 

ofensas de alcance religioso, no tienen que ver 

con las creencias religiosas específicas – es 

decir, la idea de la revelación de la palabra de 

Dios  y el  relato que lo caracteriza -, sino con la  
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piel o exaltación de ánimo de los creyentes o los 

administradores de la fe, al fin y al cabo, seres 

humanos que no tienen nada de divino en sus 

conductas. 

Porque, en lo esencial, la falla de los 

credos está en aquellos que usan la fe para 

objetivos terrenales. La opinión crítica, la 

blasfemia, la apostasía, el cuestionamiento a la 

práctica de las religiones, generalmente deviene 

como consecuencia reactiva frente a la conducta 

de quienes usan la fe como herramienta de poder 

y, en no pocos casos, para justificar la violencia, 

el abuso, la represión y la conquista.  

Convengamos en que las graves 

amenazas a la convivencia pacífica, a la libertad, 

a los derechos humanos, a la vida, 

históricamente devienen de una traducción 

política y, en no pocos casos, militar de una 

concepción de Dios y de la forma de adorarlo. 

Ninguna de las grandes religiones monoteístas 

de  nuestro tiempo puede excusarse de ello en 

algunas etapas de su historia. El uso político y 

también económico de la fe hace que las ideas 

religiosas, legítimas y sublimes en su ideario 

original, se vuelvan ridículas para quienes no las 

comparten,  

De la misma forma, en un plano más 

cotidiano, también viene a ser motivo de un 

humor corrosivo la falta de fidelidad de los 

adeptos respecto de su credo, más aún cuando se 

trata de la conducta de los clérigos.   

Son las prácticas y necesidades 

mundanas de los clérigos y de los políticos que 

usan la religión con objetivos de poder, las que 

necesitan de la irrenunciable fidelidad al credo, 

y las que exigen un exacerbado respeto a los 

dogmas de su fe. Pretenden con ello asegurar la 

regla de lo inopinable sobre lo religioso, para 

asegurar lo inopinable respecto de sus actos y 

decisiones, que serían incuestionables a partir de 

la pretensión de ser los representantes de la 

verdad de Dios sobre la Tierra.  

No son ellas conductas y 

representaciones que merezcan respeto, menos 

aun cuando predomina la incoherencia con el 

fundamento del dogma. No puede ser respetable 

proclamar la misericordia de una fe a partir de 

un acto inmisericorde. No puede ser respetable 

proclamar la virtud de un credo protegiendo a 

los abusadores de niños. 

Sin embargo, las religiones deben ser 

respetadas, no cabe duda. Y ese respeto debe 

tener exclusivamente un alcance legal. El 

derecho a los adeptos de las religiones a 

practicar su credo en condiciones de garantías 

legales y tratamiento igualitario, es 

responsabilidad inexcusable de una sociedad 

democrática, y es obligación del Estado 

preservar la libertad y el ejercicio religioso de 

los fieles en la práctica de los distintos credos. 

Ningún sistema político tiene derecho a reprimir 

una creencia religiosa y el ejercicio de su culto.  
 

 
 

Pero blasfemar también es un derecho. 

Cualquier persona tiene derecho a discrepar o 

renegar, poner en duda, o cuestionar los 

preceptos de una religión. Si ello ofende a una 

idea religiosa o a un clérigo, es algo que no 

puede resolverse sino por el uso de la 

convicción y el argumento. Una blasfemia nunca 

puede dar mérito para decretar la muerte del 

ofensor mediante las armas o la hoguera, o bajo 

la sutileza del silenciamiento legal o moral.   

Cuando la blasfemia se castiga o se 

proscribe se concreta una violación de los 

derechos humanos. Así lo entendió la ONU, 

hace tres años y medio, a través de las 

resoluciones de un comité de dieciocho expertos 

encargados de controlar el cumplimiento del 

Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y 

Políticos (ICCPR), tratado de derechos humanos 

refrendado en 1966, que vela por la libertad de 

opinión y expresión, entre otros derechos 

fundamentales.  
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La resolución, identificada como 

Comentario General 34, compuesto de 52 

párrafos, en su artículo 48, señala expresamente 

que las prohibiciones a las faltas de respeto a 

una religión o algún otro sistema de creencia, 

incluidas leyes contra la blasfemia, 

son  incompatibles con el Pacto. 

Ergo, creer y adorar a Dios desde los 

preceptos de una religión es un derecho de 

conciencia, pero tales preceptos no pueden ser 

un deber legal ni una obligación moral para la 

sociedad toda. Cuando ello se pretende, 

cualquier idea religiosa se desvirtúa y se 

convierte en una aspiración política o 

ideológica, que no tiene por qué necesariamente 

ser respetada. Menos aun cuando esa aspiración 

se apoya en una imposición brutal. 

 

El respeto a los líderes e investiduras. 

 

Las sociedades democráticas están 

determinadas por una exacerbada complejidad. 

Ese podría ser el mayor defecto que le imputan 

quienes quieren tener más poder, y es, a la vez, 

la mayor virtud para quienes no tienen 

poder. ¿De dónde viene esa complejidad? De su 

diversidad. Es un hecho que, cuanto más impere 

la diversidad es una sociedad, más democrático 

será su sistema político y las conductas políticas 

de sus ciudadanos y de sus dirigentes. 
 

 
 

En sentido inverso, es la propensión a la 

uniformidad la que conduce a sociedades 

autoritarias y a la concentración del poder. 

Verbigracia, la Humanidad lo ha vivido – no 

hace mucho - con las experiencias de los 

regímenes que conformaron el Pacto de 

Varsovia, con el nazismo y lo estamos viviendo 

con los fascismos religiosos contemporáneos. 

América Latina lo ha vivido con los 

militarismos y las dictaduras de diverso tipo y 

signo que han caracterizado su historia. 

En su complejidad, la democracia 

moderna no es un proceso estanco, un sistema 

político que se consolida y se rigidiza en sus 

fundamentos. Por el contrario, la evolución y la 

transformación le son inherentes, y los 

parámetros que en algún momento han 

permitido su definición, en otro momento 

señalarán diferencias que pueden ser hasta 

sustanciales. 

Es una evidencia que los cambios 

tecnológicos han sido tremendamente 

contribuyentes a la democratización, desde la 

paradigmática Atenas de la Grecia Antigua hasta 

hoy. Todos los cambios que la democracia ha 

experimentado como concepto y práctica, han 

estado de la mano de cambios asociados a la 

ciencia y a la tecnología.  

Lo podemos constatar en las décadas 

recientes con lo que ha significado Internet y las 

llamadas redes sociales, estas últimas capaces de 

generar un ejercicio de ciudadanía que no se 

había vivido hasta ahora, con todas las virtudes 

y defectos que ello puede tener. Basta ver en las 

redes sociales y en los comentarios de las 

noticias de cualquier medio que posee un sitio 

web. 

Son esos cambios y el ejercicio de la 

diversidad lo que asusta a quienes tienen poder y 

a quienes desean que la uniformidad sea una 

modalidad que ordene la sociedad bajo los 

parámetros del poder de que disponen. Ello es lo 

que angustia a quienes fundan su percepción de 

la sociedad en torno a la estabilidad y el 

conservadurismo. Por esa razón, surgen 

manifestaciones conservadoras que desean que 

el entramado social sea menos complejo y más 

subordinado.  

Los hay de diversos tipos. Corporaciones 

que buscan ordenar a los consumidores a través 

del monopolio y la concentración económica. 

Organizaciones políticas que se sustentan en 

proyectos autoritarios y que tratan de regir a las 

personas incluso en un plano que no les 
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compete: la moral. Movimientos religiosos que 

buscan la uniformidad de la fe en un plano 

societario e incluso universal. Personas que 

temen los alcances de la libertad. 

Es un hecho que, luego del derrumbe de 

los muros que dividían ideológica y 

políticamente al mundo en zonas de influencia, 

en torno a la contradicción de dos 

superpotencias que no solo representaban 

modelos distintos de organización política y 

económica, sino también estructuras militares y 

de poder tremendamente determinantes y 

subordinadoras, la realidad internacional 

experimentó un reordenamiento que sigue en 

desarrollo.  

En ese contexto, las lecturas religiosas 

tomaron una importancia inusitada, fruto de la 

involución de muchas sociedades que se 

mantuvieron en el autoritarismo, a pesar de los 

cambios experimentados a nivel internacional. 

Los procesos vividos, por ejemplo, en los países 

del norte africano y del oriente medio, son clara 

expresión de ello.  

Son países que no recibieron 

oportunamente el impacto de la democratización 

que significaba el fin del mundo bipolar, y en 

medio de sistemas políticos corruptos y 

antidemocráticos en su estructura, lo que han 

incubado como alternativa no han sido sistemas 

de ejercicio alternativo, con efectivas 

características democratizadores, sino 

expresiones fascistas de fundamento religioso. 

Es probable que para el lector pueda ser 

sorpresivo el concepto de “fascismo religioso”, 

pero creo que no cabe otro término para definir 

la politización de ciertos movimientos 

religiosos,  fundados en propuestas autoritarias y 

militaristas, caracterizadas por una verbalización 

popular en sus contenidos, que se radican en la 

simpleza de la interpretación de las categorías 

religiosas aprovechando su alcance social. Los 

fascismos son simples y concretos, no solo en el 

lenguaje sino también en el mensaje y sus 

propuestas. 

Contraria y equidistantemente, la 

democracia es compleja y evolutivamente 

multiconceptual. Por lo mismo, es difícil de 

disciplinar a sus integrantes. Así, donde hoy 

impera la democracia, observamos que las 

sociedades modernas han tornado a sus 

ciudadanos en individuos crecientemente 

insubordinados y capaces de opinar con entera 

libertad, hasta con el uso del desacato y el 

escarnio.  

En consecuencia, las determinaciones 

políticas están expuestas a la calificación más 

descarnada; las figuras públicas y las 

autoridades reciben diariamente los improperios 

de cualquier tipo. Nadie se salva de la opinión 

de las personas que ejercen su ciudadanía, y que 

implacablemente opinan en las redes sociales 

sobre el comportamiento de las figuras públicas 

de cualquier tipo. Los medios recogen esa 

percepción ciudadana y se adaptan a la forma 

como reaccionan las personas frente a los 

sucesos de cada día, o frente a los dichos de los 

protagonistas que actúan en la vida pública.  

Es la democracia real, aunque duela. El 

mejor de los sistemas políticos. Contra eso 

reaccionan las personas conservadoras y las 

mentes autoritarias. Contra ello se 

rebelan  quienes se uniforman con sus 

atavismos. Contra ello conspiran los oscuros 

liderazgos que se rebelan contra el pensamiento 

libre. 
 

 
 

En consecuencia, en la democracia del 

siglo XXI, no bastan las investiduras para ganar 

respetabilidad. No basta tener un cargo o haber 

recibido una responsabilidad de alcance social, 

para invocar el respeto como manifestación de 

reconocimiento. Hoy se exige que el ejercicio 

del cargo o de la responsabilidad recibida esté 

asociado a una práctica transparente y coherente 

con los planteamientos que públicamente se 

transmiten.  
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Hoy las personas reaccionan con mucha 

mayor indiferencia frente a los rangos y las 

investiduras. De este modo, cualquier personaje 

público está expuesto a la descarnada crítica y a 

la reacción implacable de cualquier persona. 

Hay excesos, por cierto. Pero nadie es asesinado 

en una sociedad auténticamente democrática por 

sostener opiniones excesivas. El Estado o las 

instituciones no pueden convertirse en 

persecutores de las personas por las opiniones 

que transmiten. Los ofendidos tienen opción a 

reivindicarse por la transparencia de sus actos o 

por la reclamación legal.  

 

 
Para las mentes conservadoras o las 

culturas autoritarias, aquello viene a ser un 

sufrimiento. Hay líderes de opinión o líderes 

institucionales que quisieran otro tratamiento, y 

reaccionan airados cuando sus investiduras son 

expuestas en las redes o en los medios, bajo el 

prisma de la crítica o la implacable opinión 

pública. Es que, en la democracia del siglo XXI, 

ya no bastan los formalismos, lo que prima es el 

reconocimiento a la consecuencia dentro de los 

parámetros de la libertad, la decencia, la 

coherencia y el respeto a los derechos humanos. 

Lo que importa es lo que hace un líder y como 

lo hace, no la majestad o la tradición de su 

cargo. 

La gran crisis de nuestro tiempo y la 

contradicción que divide al mundo, sigue siendo 

determinada por la demanda de libertad. Los 

riegos para la paz y la convivencia ya no tienen 

que ver con modelos políticos y económicos 

absolutos, sino con las reminiscencias culturales 

y políticas de los autoritarismos de diverso tipo, 

que se confrontan con el deseo efectivo a vivir 

en democracia y paz de millones de personas en 

el mundo, que irrumpen contra apolilladas 

costumbres ancestrales o contra quienes usan su 

poder, reivindicando investiduras y ciertos 

modelos arcaicos, para mantener el statu quo 

que valida el ejercicio de su poder. 

Asociadas a las prácticas democráticas 

crecientes y a la expansión de los derechos 

humanos, millones de personas deben 

enfrentarse día a día en el mundo a quienes 

buscan imponer respeto o temor para sus actos 

discrecionales, por el solo mérito de su 

investidura o de la tradición de ciertas ideas 

arcaicas que reclaman cautelar.  

Sin embargo, tras el ejercicio del poder 

de no pocos de ellos, está el desprecio por la 

opinión pública, o la práctica de los abusos, o la 

corrupción, o la ambición desmedida, o la 

manipulación de los débiles, o la legitimación de 

ciertas prácticas costumbristas brutales, o la 

criminalidad y la violencia, por señalar aquellos 

aspectos más abominables.  

Los peligros para la libertad y los 

derechos humanos están a la vuelta de la 

esquina, detrás de cuestionables investiduras, de 

liderazgos consolidados a través de objetivos 

autoritarios o caudillistas, o de representantes de 

ciertas tradiciones fundadas en las creencias de 

las personas, trastrocadas en propuestas u 

objetivos políticos con finalidades hegemónicas. 
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“¡Qué diferencia hace una década!” señala Sally Steenland  del Center for American Progress 

analizando la fe y los valores, en el Estados Unidos actual. “Hace diez años - dice en un artículo publicado 

en la página web de dicho centro de estudios  - la llamada "cultural war” en temas relativos al aborto y el 

matrimonio gay eran una bendición para los conservadores en términos de recaudación de fondos y para 

nutrir su base para ir a las urnas”. Ello obligaba a los liberales y progresistas a evitar hablar de esos 

temas. 

“Ya no – señala la analista. - Este año, los liberales y progresistas ven que la igualdad de 

matrimonio y la salud reproductiva de las mujeres, incluyendo salvaguardar el aborto, son temas que 

reciben contribuciones económicas para las campañas y atraen a nuevos votantes”.  

De esta manera, la lucha por la igualdad para lesbianas, gays, bisexuales y transexuales, LGBT, 

entre los estadounidenses ha hecho grandes progresos en los últimos 10 años, luego que los 

norteamericanos han llegado a  reconocer a los LGBT, existentes entre sus amigos, familiares, vecinos y 

compañeros de trabajo.  

Las religiones, en cada denominación, han tenido que proporcionar fundamento teológico, apoyo 

emocional y activismo político en torno a la Igualdad LGBT, y no es de extrañar que las realidades 

culturales han cambiado dramáticamente. El matrimonio homosexual es hoy legal en 19 Estados de la 

Unión, y en los tribunales de otros Estados están cambiando las prohibiciones. 

En segundo lugar, los ataques legales y políticos contra la salud reproductiva de las mujeres, 

durante los últimos años, han dejado claro que la guerra conservadora persigue algo más que el aborto. La 

anticoncepción también ha surgido como una estrategia conservadora, a pesar  de que 9 de cada 10 

mujeres los usan habitualmente. 

El fallo de la Corte Suprema en junio, en torno al Caso Hobby Lobby, que permite a las empresas 

que controlan los planes de salud, a negarse a proporcionar la anticoncepción, basados en objeciones 

religiosas de sus propietarios, ha enfurecido a la gente.  

En un artículo del diario “El País” de febrero pasado, bajo el título “EE.UU. abraza causas 

progresistas”, preparado por Marc Bassets, este señalaba: “Hay cambios que, de tan rápidos, corren el 

riesgo de pasar desapercibidos. Un día el mundo es otro; nada es igual. En unos años, menos de una 

década, la sociedad estadounidense ha abrazado causas progresistas que hasta hace poco parecían 

inimaginables”. 

“No es que Estados Unidos se haya hecho de izquierdas de repente. Los valores conservadores y la 

desconfianza en un Estado central fuerte siguen arraigados. La victoria del Partido Republicano en las 

legislativas de noviembre es la prueba de que este es un país dividido. Pero, desde la legalización 

del matrimonio homosexual hasta el retroceso de la pena de muerte, el país que el demócrata Barack 

Obama dejará cuando en 2017 abandone la Casa Blanca será más tolerante y abierto a ideas que, 

cuando llegó al poder en 2009, eran marginales”. 
 

 

Internacional 

 

EE.UU. 
Cambios en la cultural war 
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El sábado 31 de enero de 2015 Europa Laica rindió homenaje a Gonzalo Puente Ojea, en 

reconocimiento a toda una labor en favor de la libertad de conciencia y el laicismo.  

El ensayista y pensador español, nació en Cienfuegos (Cuba) en 1924. Diplomático de carrera, fue 

subsecretario del Ministerio de Asuntos Exteriores del gobierno español y ocupó diversas 

responsabilidades en el ámbito de la diplomacia de su país en el exterior. Fue Embajador ante la Santa 

Sede entre los años 1985 a 1987, designado por el Gobierno de Felipe González, que luego lo cesó por 

exigencia del Vaticano, en una lamentable decisión política de subordinación de la soberanía española a 

los intereses del Curia romana. 

Ha sido testigo excepcional de la vida política española. El desempeño de distintos puestos y 

destinos diplomáticos le han permitido conocer, tanto a los más importantes políticos franquistas, como a 

los principales personajes que llevaron adelante la transición política española. Es autor de numerosos 

libros sobre temas religiosos, de historia de la religión y libertad de conciencia, la mayoría editados y 

reeditados por la editorial Siglo XXI y por otras diversas editoriales. 

Fue, entre otros diversos pensadores, inspirador ideológico para la fundación de la asociación 

Europa Laica, siendo su primer presidente de Honor. 

Aparte de un consumado y lúcido escritor, le caracteriza su pertinaz y atinada lucha por la libertad 

de conciencia, la laicidad de las instituciones y la construcción del Estado laico. 

Entre sus más de treinta publicaciones, algunas de las cuales tienen varias ediciones, se pueden 

destacar: Ideologías religiosas. Los traficantes de milagros y misterios (2013), Crítica antropológica de la 

religión. Las sendas equivocadas del conocimiento humano (2012), La cruz y la corona. Las dos 

hipotecas de la Historia de España (2011), La existencia histórica de Jesús: las fuentes cristianas y su 

contexto judío (2008), Vivir en la realidad (2007); El mito de Cristo (2000), El evangelio de Marcos. Del 

Cristo de la fe al Jesús de la historia (1992), Fe cristiana, Iglesia, poder (1991);  El fenómeno estoico en 

la sociedad antigua (1974), Fenomenología y marxismo en el pensamiento de M. Merleau-Ponty (1956) 

y  Problemática del catolicismo actual (1955). 

Un salón lleno de amigos en la Casa de Valencia, en Madrid, ha recibido a un Gonzalo emocionado 

por el homenaje. En el acto intervinieron Juanjo Picó; Francisco Delgado, Presidente de Europa Laica; 

Miguel Ángel López, profesor de Filosofía y autor de un libro “Gonzalo Puente Ojea y la libertad de 

conciencia”; Evaristo Villar, de Redes Cristianas; Ramón Villanueva, diplomático  y compañero de 

carrera de Gonzalo; Raquel Ortiz, profesora y coordinadora de Valencia Laica; Juan Antonio Aguilera, 

profesor de Bioquímica en la Universidad de Granada y miembro de Europa Laica. 

En el acto se dieron lectura a mensajes de personas y grupos que se unieron al homenaje, 

destacándose el enviado por  la Asociación Internacional del Libre Pensamiento. 

 
 

 
 
 

 

Homenaje a Gonzalo Puente en Madrid 
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Uno de nuestros lectores ha enviado sus 

opiniones en torno a diversos hechos de la 

agenda noticiosa nacional e internacional. En 

reconocimiento a su perseverancia, asignamos 

un espacio para su mirada sobre los hechos 

opinados. Los títulos son nuestros: 
 

Libertad de expresión I  17/01/2015 
 

En el contexto del ataque islámico al satírico 

Charlie Hebdo, el papa Francisco propone como 

limitación a la libertad de expresión el "no insultar la 

fe de la gente" ni "reírse de ella". 

Contradictoriamente, en cada celebración litúrgica 

ofendería a judíos y musulmanes al proclamar la  

básica empatía, si alguno de estos atacase al Papa 

por ofensivo, ¿qué católico estaría dispuesto a 

aceptar como atenuante el que reclamasen 

blasfemia? 

El problema con recurrir a la susceptibilidad 

personal para coartar la expresión ajena es que 

resulta ilimitable, unilateral, arbitraria y exagerada; 

por tanto, injusta. Consecuentemente, la vida social 

se restringiría a un mayoritario silencio sumiso ante 

un fundamentalismo minoritario so amenaza de 

muerte. ¿Qué calidad de fe requiere de una libertad 

de expresión que no se atreva a criticarla? ¿Qué cariz 

de sociedad pretende quien promueve restringir tan 

importante herramienta para desafiar al poder y su 
corrupción?  
 

Libertad de expresión II   23/01/2015 
 

Aunque en completo desacuerdo con 

sus ideas, defiendo el irrestricto derecho a la 

libertad de  expresión  del  pastor Javier Soto, al  
contrario del papa Francisco, incluso aunque sus 

dichos resulten ofensivos; pues la gravedad de su  

 

 

caso no es el que exprese ideas intelectualmente 

impúdicas, sino el que sus actos contravinieren 

derechos ajenos, tales como el derecho a la 

integridad física o a la no discriminación, lo que 

incluye al llamamiento a exterminar personas.  

Salvo que pretendamos un totalitarismo 

ideológico, para una democracia es de vital 

importancia el saber discernir entre una extroversión 

verbal delirante y la materialización eventualmente 

delictiva de sus intenciones. ¡Que todos le oigan y 

sepan cómo piensa! No vaya a ser que lleguemos a 

olvidar que hay quienes sostienen esas ideas y 

buscan imponerlas en nuestra sociedad, para recién 

venir a darnos cuenta cuando sea demasiado tarde.  

Del porqué de sus seguidores, tendremos 

que hacernos cargo en nuestro sistema educativo: 

¿por qué nos permitimos enseñar ideologías que 

promueven el odio? 
 

 
 

Alcances sobre edición anterior  23/01/2015  

 

He leído vuestra revista y me parece en 

principio algo que faltaba y que debe continuar. 

Permítanme por favor un par de comentarios: 

 

a)  Es fundamental si se es democrático, aceptar las: 

  

 

Las cartas de  

Luis León Cárdenas Graide 
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expresiones; declaraciones; publicaciones; 

manifestaciones públicas, etc. etc. De todos y todas, 

tanto personas como organizaciones. Digo esto 

porque no tengo ningún reparo que el Papa, los 

cardenales y obispos entreguen la opinión de su 

sector en los temas que quieran. Me parece correcto.  

Lo que no es correcto es que ellos piensen 

que su palabra es ley para todos. Puede que en el 

Vaticano sus posiciones sean leyes, pero en el resto 

del mundo son opiniones que la sociedad en su 

conjunto acepte o no. Pedimos lo mismo que sucede 

en Italia, el Papa habla, pero la sociedad tiene su 

propio itinerario y reglas. Precisamente por eso 

existe en Italia aborto y divorcio aprobados ya en 

plebiscito el año 78.  

Comparto la idea que si alguien es religioso 

y no acepta el aborto ni el matrimonio entre iguales 

en género, bueno "que no lo practique".   

 

b)  Parece un grueso error en el relato histórico haber 

saltado al gobierno de Allende. Las razones son 

varias. Fue uno de los gobiernos con mayor 

participación ciudadana de nuestra historia, 

obviamente eso tiene que ver con democracia de 

verdad.  

No olvidemos que nacionalizó el cobre con 

apoyo del congreso por unanimidad. Tampoco 

olvidemos toda la información en estos años 

aportada por los propios norteamericanos, que el 

golpe fue hecho por ellos en intereses de ellos. La 

comisión Church pidió disculpas a nuestro pueblo 

por las barbaridades cometidas.  

Recordemos por favor que ya antes que 

Allende asumiera, asesinaron a Schneider, 

comandante en jefe del ejército,  con armas 

contrabandeadas en valijas diplomáticas de la 

embajada norteamericana en Santiago. Basta leer los 

documentos desclasificados del Pentágono, 

Departamento de Estado, CIA y NSA. La trágica 

muerte del presidente en la Moneda, su ejemplo de 

dignidad y fortaleza al enfrentarse a los golpistas no 

tiene muchos casos similares en el mundo.  

Todos mis respetos a don Salvador Allende, 

creo que no pueden actuar como que no existió. 

 

Prohibición ilegítima 03/02/2015 
 

¿Qué lecciones éticas nos brindaría el Sr. 

Ignacio Sánchez, rector de la PUC, si un empleador 

privado, en virtud del contrato laboral con sus 

trabajadores, les prohibiese el ordenarse sacerdote a 

pesar de ser su derecho el poder hacerlo? ¿Y si el 

empleador les exigiese el no ser católicos para 

contratarles? ¿Y si a sus choferes les hiciese firmar 

un compromiso ético de no asistir a los heridos 

involucrados en sus accidentes? 

 

 
 

Como prohombre de una iglesia de 

pretendida autoridad moral, sería de público interés 

el conocer qué otros derechos republicanos se cree 

con la soberanía privada para sobrepasar a propósito 

de su credo personal, empezando por aquellos en 

conflicto con la dependencia laboral que los 

profesionales de la salud puedan tener respecto de la 

institución confesional que lidera. 

 

Reductio ad hitlerum  28/02/2015 
 

Considerando la relevancia de un debate 

sobre el aborto que merezca tal nombre, más allá de 

la predisposición que tengamos, es importante 

distinguir al menos la calidad de los argumentos 

esgrimidos, en particular aquellos trivialmente 

falaces a priori. Uno de ellos, al que se recurre 

frecuentemente, es conocido como "reductio ad 

hitlerum", siendo una forma particular de apelación a 

la persona (ad hominem), en la que el anti-aborto 

ataca al pro-aborto intentando descalificarle 

personalmente por medio de su equiparación con 

Hitler como ejemplo de degradación moral, en vez 

de refutar su argumento.  

Irónicamente, éste era un cristiano católico 

apostólico romano, bautizado, confesional 

practicante y, hasta hoy, no excomulgado; mientras 

que su libro sagrado abunda en pasajes que distan de 

ser amorosos respecto de los fetos e, incluso, los 

niños, aparte de las mujeres.  

En lo que a altura moral se refiere, no resulta 

claro que la detenten quienes públicamente la 

pretenden. Menos claro todavía es que esa línea 

argumental esté a la altura del debate. 
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